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Resumen  

 

El presente trabajo de investigación intenta estudiar la tensión jurídica que se produce 

entre la estabilidad laboral reforzada y el incomparable principio de mérito, en el caso del empleo 

público colombiano en particular con relación al servicio o servidores públicos en provisionalidad. 

Dicha investigación se produce como consecuencia de la ausencia de criterios normativos y 

jurisprudenciales razonablemente claros para permitir la concordancia entre la protección 

constitucional de las personas trabajadoras en condición de vulnerabilidad y el derecho de acceso 

al empleo público a partir del concurso de méritos, creando una situación de inseguridad jurídica 

que también se manifiesta en interpretaciones contradictorias y de conflicto administrativo a la 

hora de permitir la permanencia de servidores públicos provisionales o la provisión definitiva del 

cargo de carrera administrativa. 

El objetivo general de la investigación consiste en la investigación de los límites jurídicos 

de la estabilidad laboral reforzada del servidor provisional frente al principio de mérito en el caso 

del empleo público colombiano. Para ello, se pasa a realizar la investigación con una metodología 

de tipo cualitativo y de tipo socio jurídico, utilizando un diseño metodológico documental y 

hermenéutico, centrado en el análisis del marco constitucional, legal y jurisprudencial que se 

encuentra vigente. También se utilizan técnicas de revisión y análisis de contenido para determinar 

las reglas jurídicas en vigor y los criterios de interpretación por parte de la jurisprudencia 

constitucional. Los resultados de la presente investigación muestran que la estabilidad laboral 

reforzada del servidor público provisional es en una garantía relativa intermedia o limitativa del 

derecho de acceso al empleo público, pero no es un derecho absoluto a la permanencia en el puesto. 

Por otro lado, se llega a la conclusión de que el principio de mérito actúa como un límite para dicha 

protección, siendo así necesario el establecer unos criterios que permitan dicha concordancia y 



  

  

permitir la garantía de derechos fundamentales sin llegar a desnaturalizar el sistema meritocrático 

que predomina en el empleo público colombiano. 

Palabras clave: estabilidad laboral reforzada, mérito, provisionalidad, empleo público, 

vulnerabilidad. 

 

Abstract  

 

This research paper aims to examine the legal tension between reinforced labor stability 

and the principle of merit within Colombian public employment, particularly concerning 

provisional public servants. The study arises from the absence of sufficiently clear legal and 

jurisprudential criteria capable of harmonizing the constitutional protection granted to workers in 

vulnerable conditions with the right to access public employment through merit-based competitive 

examinations. This situation has generated legal uncertainty, contradictory interpretations, and 

administrative conflicts regarding both the permanence of provisional public servants and the 

definitive appointment of career public positions. 

The general objective of this research is to analyze the legal limits of reinforced labor 

stability applicable to provisional public servants in relation to the principle of merit within 

Colombian public employment. To achieve this purpose, the study adopts a qualitative and socio-

legal methodological approach, using a documentary and hermeneutic research design focused on 

the analysis of the current constitutional, legal, and jurisprudential framework. Likewise, 

documentary review and content analysis techniques are employed to identify the applicable legal 

rules and the interpretative criteria developed by constitutional jurisprudence. 

The findings of this research demonstrate that reinforced labor stability for provisional 

public servants constitutes a relative and intermediate guarantee rather than an absolute right to 

remain in office. Furthermore, the study concludes that the principle of merit operates as a 



  

  

structural limit to such protection, making it necessary to establish harmonization criteria capable 

of safeguarding fundamental rights without undermining the merit-based system that governs 

Colombian public employment. 

Keywords: reinforced labor stability, merit, provisional appointment, public employment, 

vulnerability. 

 

 

  



  

  

Introducción  

 

 

La estabilidad laboral reforzada se ha conformado en el ordenamiento jurídico 

colombiano como una clase de garantía constitucional dirigida a la protección de los trabajadores 

que están en una situación de vulnerabilidad o debilidad manifiesta, se trata principalmente de 

personas en situación de discapacidad, de mujeres en estado de embarazo, de trabajadores con 

serios padecimientos de salud y de personas que están cerca de adquirir el derecho pensional. 

Esta figura encuentra su justificación en principios constitucionales como el de dignidad humana, 

el principio de igualdad material o el principio de especial protección del trabajo, todos ellos 

previstos en los artículos 13, 25 y 53 de la Constitución Política de Colombia (Constitución 

Política de Colombia, 1991).  

Ahora bien, su aplicación en el ámbito del servicio público ha dado lugar a severas 

tensiones jurídicas al concurrir con el principio de mérito, siendo este el eje estructural del acceso 

y la permanencia en la función pública, conforme a lo previsto en el artículo 125 constitucional. 

El problema cobra especial relevancia en lo concerniente a los servidores públicos nombrados en 

provisionalidad quienes, a pesar de no ser titulares de derechos de carrera administrativa, son 

sujetos titulares por vía jurisprudencial de una estabilidad laboral de carácter relativo o 

intermedio cuando concurren supuestos de especial protección constitucional.  

Esta situación ha generado enfrentamientos interpretativos en lo que concierne a la 

posibilidad de desvincular a dichos servidores públicos cuando el cargo a proveer mediante el 

concurso de méritos se encuentra en la provisión definitiva. Por ende, tensiona no el punto en 

que se sostenga el principio de la existencia de estabilidad laboral reforzada ni en la legitimidad 

categórica del principio de mérito sino en la ausencia de criterios jurídicos uniformes que 



  

  

permitan la integración de ambos mandatos constitucionales en el marco del Estado Social de 

Derecho. 

Desde la óptica jurisprudencial, la Corte Constitucional ha ido modelando 

progresivamente reglas clarificadoras de los alcances de la estabilidad laboral reforzada en el 

empleo público. La Corte, en la Sentencia SU-003 de 2018, reconoció que algunos de los 

trabajadores que tienen vinculación con el sector público pueden acceder a una protección 

reforzada frente a las decisiones de desvinculación cuando se encuentran existir en condiciones 

de vulnerabilidad especial (Corte Constitucional de Colombia, 2018); y posteriormente, la Corte, 

en Sentencias como la T-464 de 2019 o la T-443 de 2022, reitera que esta protección no es una 

garantía absoluta de permanencia en el cargo, de igual forma, la provisión definitiva de los 

empleos debe hacerse por la correspondiente provisión en virtud de concurso de méritos 

constituye la finalidad constitucional que no puede ser suspendida indefinidamente (Corte 

Constitucional de Colombia, 2019; Corte Constitucional de Colombia, 2022). 

Asimismo, la propia doctrina nacional ha expresado que la aplicación extensiva de la 

estabilidad laboral reforzada en ejercicios temporales puede generar dificultades con el sistema 

meritocrático y el modo de operar la administración pública -en el entendido de que la protección 

de los servidores públicos provisionales debe interpretarse bajo criterios de estabilidad relativa o 

intermedia, ya que podría derivar en un mecanismo de permanencia indefinida que va contra el 

régimen de la carrera administrativa- (Vergara Hernández, 2015)  

Acorde Aguirre (2025). A partir de este contexto, el objetivo general de la presente 

investigación será el de analizar los límites jurídicos de la estabilidad laboral reforzada del 

servidor público nombrado en provisionalidad, a partir del principio de mérito en el empleo 

público colombiano, mediante el análisis del marco normativo actual y de la jurisprudencia 



  

  

constitucional más reciente. De igual manera, como objetivos específicos el estudio buscará 

delimitar el ámbito jurídico de la estabilidad laboral reforzada, identificar las reglas 

jurisprudenciales aplicables a los servidores públicos provisionales y establecer criterios de 

armonización constitucional entre la protección reforzada y el mérito en el acceso a la función 

pública. 

Desde el punto de vista metodológicamente el estudio se desarrolla desde un enfoque 

cualitativo y socio jurídico, mediante un diseño documental y hermenéutico orientado al análisis 

de normas constitucionales, normas legales, doctrina especializada y jurisprudencia 

constitucional en relación al empleo público y la estabilidad laboral reforzada. Igualmente, se 

aplican técnicas de análisis documental y de análisis de contenido jurídico, desarrollando 

posibilidades de competencia para la identificación del criterio interpretativo elaborado por la 

Corte Constitucional y de los vacíos normativos en relación a la tensión entre la protección 

reforzada y el mérito administrativo (Hernández Sampieri et al., 2018). 

De tal manera, la investigación busca contribuir al debate jurídico contemporáneo en 

relación a la estabilidad laboral reforzada en el empleo público colombiano, tratando de ofrecer 

una forma sistemática de entender la misma y poder de esta manera garantizar por un lado los 

derechos fundamentales de los trabajadores en situación de vulnerabilidad y por otro, no 

desnaturalizar el sistema meritocrático que hace parte de la configuración de acceso y de 

permanencia en la función pública. De este modo, la investigación tiene como propósito ofrecer 

claridad interpretativa y criterios jurídicos que aporten a la existencia de la seguridad jurídica y 

la certeza institucional en la actuación del Estado en calidad de empleador. 

 

  



  

  

1. Título  

La tensión entre estabilidad laboral reforzada y mérito en el empleo público: límites 

jurídicos a la protección del servidor provisional 

 

2. Justificación 

La presente investigación tiene como objetivo abordar una problemática jurídica 

contemporánea que se deriva de la aplicación concomitante de los mandatos constitucionales de 

igual rango en materia de empleo público colombiano, a saber: la estabilidad laboral reforzada y 

el principio del mérito, los cuales, si bien han sido desarrollados por la Corte Constitucional de 

manera paulatina pues han alcanzado un reconocimiento insoslayable en el sistema de normas 

jurídicas que, en última instancia, puede denominarse orden jurídico, lo cierto es que su 

concurrencia en el contexto de la provisionalidad, ha dado lugar a tensiones que no han sido 

dirimidas ni de manera clara, ni de manera uniforme, generando una serie de efectos importantes 

por lo que respecta a la política pública del empleo público y a la protección de los derechos 

laborales. 

Desde una vertiente científica y jurídica, el análisis resulta oportuno ya que la estabilidad 

laboral reforzada ha sido elaborada fundamentalmente como una garantía con una fuente 

jurisprudencial destinada a la protección de trabajadores en situación de vulnerabilidad especial, 

en tanto que el principio de mérito se configura como el eje central del acceso a los cargos públicos 

y de la carrera administrativa. La falta de normas que limitan el alcance de ambas figuras ha 

trasladado a la jurisprudencia constitucional la exploración de sus límites, generando un desarrollo 

parcelado que, en la práctica administrativa, ha generado interpretaciones divergentes y, en algunas 

ocasiones, contradictorios. 



  

  

Esta circunstancia tiene especial significado en lo que respecta a los servidores públicos 

que ocupan cargos mediante nombramiento provisional, quienes, no obstante, no contar con un 

derecho de permanencia indefinida, pueden acceder a la protección que acarrea la estabilidad 

laboral reforzada solamente si se encuentran en el caso de tener una situación de especial 

protección constitucional. Donde el contenido de esta forma de garantía fue sistematizado por la 

Corte Constitucional en la línea de la Sentencia SU-003 de 2018, cuando dicha Corte dice que 

ciertas personas como aquellas con alguna discapacidad, las mujeres que gestan un embarazo, los 

trabajadores con deterioros importantes de salud, o aquellos en salida a la pensión podrán contar 

con una protección calificada ante la desvinculación, sin que eso implique una estabilidad absoluta 

(Corte Constitucional, 2018). 

Sin embargo, también se habrían presentado vacíos importantes en la posibilidad de 

aplicar esta protección en procesos de provisión de cargos a través del concurso de méritos. Este 

caso se observa en la Sentencia T-406 de 2019 (expediente T-7.225.270), la Corte constituyó el 

deber de tener en cuenta a los servidores provisionales (en especial los sujetos de especial 

protección constitucional) al momento de producir la decisión de desvinculación, con el propósito 

de lograr efectivamente el cumplimiento de los derechos fundamentales de esa población. A pesar 

de que dicha regla pretende potenciar la protección laboral de esta parte del sujeto del sistema, la 

interpretación que algunas entidades públicas han realizado en torno a la regla, aunada a una 

inadecuada aplicación de la misma, ha permitido realizar una lectura de indecorosa refuerza de la 

compatibilidad entre el derecho a la estabilidad en la función pública y la provisionalidad, 

contribuyendo a la suspensión de nombramientos o a una extensión indefinida de la 

provisionalidad (Corte Constitucional, 2019a). 



  

  

Por otro lado, las decisiones posteriores, como por ejemplo la Sentencia T-464 de 2019, 

reafirmaron que los servidores públicos en provisionalidad cuentan con una estabilidad laboral 

relativa o intermedia, y que la provisión definitiva de los cargos de carrera se realiza a través de 

concurso de méritos, no reconociendo así que existe la idea de un derecho indefinido de 

permanencia en el cargo (Corte Constitucional, 2019b). En la Sentencia T-443 de 2022, la Corte 

Constitucional interpretó de forma más tajante el principio de la estabilidad laboral reforzada, 

determinando que tal principio no puede ir al extremo de operacionalizarse como un límite 

absoluto al principio de mérito ni convertirse en una justificación para la suspensión indefinida de 

los nombramientos transitorios obtenidos a través de la meritocrática, lo que sirvió de punto de 

inflexión para la delimitación de ambas garantías constitucionales (Corte Constitucional, 2022).  

Desde un plano doctrinario, distintos autores han hecho ver que la aplicación de la 

estabilidad laboral reforzada de forma expansiva ha contribuido con perturbaciones dolorosas a la 

administrativa pública. Antolínez & Galvis (2019) observan que la protección reforzada de los 

servidores prepensionados no puede convertirse en un mecanismo para contrarrestar los resultados 

de los concursos de méritos, mientras que Becerra et al. (2019) consideran que esta garantía no 

debe considerarse una garantía de estabilidad absoluta. Nuevas investigaciones, como las que 

llevan a cabo Quintero & Jaramillo (2025), corroboran que la falta de reglas claras ha originado 

retrasos, bloqueos y judicialización del concurso de méritos, por lo que no se puede tratar de un 

fenómeno excepcional sino de un fenómeno estructural. 

De esta manera, la investigación encuentra su razón de ser a nivel teórico, ya que se 

propone delimitar de forma sistemática los límites jurídicos de la estabilidad laboral reforzada del 

servidor provisional desde la perspectiva del Derecho Laboral, en tanto que se diferencia de las 

formas de estabilidad propias de la carrera administrativa. Y, desde la perspectiva práctica, la 



  

  

investigación busca ofrecer criterios jurídicos claros que pudieran guiar la acción del Estado como 

empleador, permitiendo proteger a los trabajadores vulnerables sin alterar el principio del mérito 

y el derecho de las personas que han superado un concurso público a acceder a un nombramiento. 

La originalidad de la investigación no se encuentra en la pura constatación de que existe 

un conflicto o reiteración de providencias independientemente, sino que busca una lectura 

integrada y sistemática de la jurisprudencia constitucional (desde la Sentencia SU-003 de 2018 

hasta la Sentencia T-443 de 2022), con el objetivo de introducir las reglas vigentes y los deberes 

concretos que pesan sobre el Estado y, por tanto, ofrecer una respuesta jurídica a una problemática 

real y persistente del empleo público colombiano, más bien que aportar claridad normativa y 

seguridad jurídica y ofrecer coherencia sobre el sistema de protección laboral y de acceso al 

empleo público. 

  



  

  

3. Estado del arte – Antecedentes  

 

 El estudio de la estabilidad laboral reforzada y sus límites no es un aspecto que concierne 

a la regulación nacional colombiana; sino que ha tenido su desarrollo en otros ordenamientos 

jurídicos, especialmente en aquellas circunstancias en las que se unen la protección del trabajador 

y principios estructurales acerca del empleo público. En dicha dirección, la revisión de 

antecedentes internacionales permite establecer enfoques comparados que perfilan el modo en el 

que se comprende hoy el problema jurídico que tenemos en la idea, muy especialmente, en lo 

relacionado con la característica relativa de la estabilidad y su tensión con principios como el 

mérito, la igualdad y la eficiencia administrativa. En lo relativo al contexto de Latinoamérica, el 

trabajo titulado “La estabilidad laboral reforzada de trabajadores en la situación de vulnerabilidad, 

en la legislación ecuatoriana” (2024) aborda el tema de la protección de los trabajadores en 

condición de vulnerabilidad en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

El objetivo de la investigación radica en determinar el lugar que ocupa la aplicación de la 

estabilidad laboral reforzada a favor de sujetos que, por su condición personal, necesitan de una 

protección especial del Estado. Tras un estudio a nivel normativo y constitucional, se concluye 

que la estabilidad laboral reforzada es una garantía que se orienta a prevenir el despido arbitrario 

de trabajadores en situación de vulnerabilidad; empero, no es absoluta, sino que debe acoplarse a 

las necesidades organizativas del empleador y a los principios que presiden la administración 

pública. Este antecedente es importante para la tesis en la medida en que avala, en una relación de 

tipo comparativa, que la estabilidad laboral reforzada asume la forma de un mecanismo de 

protección condicionado, lo que da más fuerza a la idea de que la aplicación de tal figura en el 

empleo público no puede ser disociada de otros principios estructurales. 



  

  

Así, en el ámbito europeo, un artículo titulado “El trabajador indefinido no fijo y el 

principio de estabilidad en el empleo”, de Treviño Pascual (2019), publicado en la revista General 

de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, supone un estudio especialmente relevante para 

la cuestión de la provisionalidad en el campo del sector público. El autor estudia la figura del 

“trabajador indefinido no fijo” en el sistema de derecho español, figura que se produce en el seno 

de los ordenamientos jurídicos cuando se utilizan contratos temporales para atender necesidades 

de carácter permanente, vulnerándose por tanto lo que dicta la normativa laboral y la Directiva 

1999/70/CE. El tema que se plantea en el trabajo consiste en un análisis de las implicaciones 

jurídicas de esta figura y su conexión con el principio de estabilidad en el empleo; 

fundamentalmente, en el ámbito de la Administración pública. El autor ya señala que, aunque el 

ordenamiento jurídico permite reconducir ciertos contratos temporales fraudulentos, a una forma 

de vinculación indefinida, esto no implica una equiparación en términos de estabilidad al colectivo 

de los empleados de carrera, sino que se establece una separación entre una estabilidad real, propia 

de los trabajadores/as que han accedido al empleo público conforme a los principios de igualdad, 

mérito y capacidad y, en contraposición, una estabilidad relativa, que merece aplicación en las 

situaciones intermedias, por ejemplo, en el caso de los trabajadores indefinidos no fijos. 

Además, el estudio pone de manifiesto que esta protección desfavorable no es contraria 

al principio de igualdad, sino su corolario necesario del modo de acceso al empleo público, lo que 

hace legítima la coexistencia de diferentes grados de estabilidad. Esta cuestión es relevante para 

el presente estudio en la medida que establece una categoría similar a la provisionalidad 

colombiana y permite mostrar que aun en ordenamientos jurídicos de grado de definición tan alto, 

la estabilidad del empleo público se encuentra estructuralmente condicionada con la observancia 

de los principios de mérito y capacidad. 



  

  

En definitiva, los antecedentes internacionales puestos de manifiesto permiten advertir 

una gran confluencia con el contexto colombiano, en tanto que ambos ordenamientos tienen 

presente la existencia de mecanismos de protección laboral para personas en situación de 

vulnerabilidad o situaciones de vinculación no definitiva y llegan a la misma conclusión: que la 

protección no puede convertirse en estabilidad indefinida, sino que se reduce a una estabilidad 

relativa o intermedia, condicionada a los principios estructurales del empleo público, esto es, el 

mérito, la igualdad o la eficiencia administrativa. 

Sin embargo, estos antecedentes también ponen de manifiesto un elemento que debe ser 

problematizado en el presente trabajo: el hecho de que sea necesario contar con criterios bien 

delimitados y armonizadores entre la estabilidad laboral reforzada y los principios de acceso y 

permanencia en el empleo público, evitando tanto la desprotección de las personas vulnerables 

como la desnaturalización del sistema de carrera administrativa. 

Antecedentes nacionales, el estudio de la estabilidad laboral reforzada en el empleo 

público colombiano se ha expedido desde múltiples aristas doctrinales y jurisprudenciales, sobre 

todo en lo que respecta a su aplicación en espacios de provisionalidad y sujeto a personas 

merecedoras de protección constitucional. Ahora bien, dicha exploración de la literatura 

sistemática muestra que la discusión no gira en torno a la existencia de la estabilidad, sino a su 

ámbito de aplicación, a los límites aplicados y a la correcta compatibilidad entre el mismo y el 

régimen de la función pública, en particular en relación con el principio de mérito. 

En esta línea, el trabajo de “La estabilidad laboral reforzada en los empleados públicos 

en Colombia: tensiones entre la protección constitucional y el régimen de la función pública” de 

Aguirre Mendoza (2025) llega a ser un referente reciente y estructural para entender el problema 

jurídico objeto de estudio. El autor de la cita, al referirse a las “tensiones entre la protección 



  

  

constitucional y la organización de la función pública”, se hace eco de un claro análisis que lleva 

al siguiente razonamiento: la estabilidad laboral reforzada en el sector público no puedes ser 

considerada como un derecho absoluto (absoluto cuanto a su interpretación y modo de aplicación), 

ya que dicha aplicación ha de ser objeto de conformación con los principios que ordenan la 

actuación de la administración pública. En especial, el autor sostiene que el principio de mérito, 

principio estructurado sobre el que giran tanto el acceso como la permanencia en el empleo 

público, establece importantes límites a la estabilidad, lo cual da lugar a la existencia de una tensión 

normativa que debe dotarse de criterios de ponderación. Esta tesis será de especial dicha para el 

momento de la investigación que se esté llevando a cabo, toda vez que delimitará precisamente el 

problema no como una discusión sobre la existencia del derecho, sino acerca de su alcance jurídico, 

su posible efectividad. 

En un plano más específico, el análisis de la estabilidad laboral reforzada en los sectores 

de provisionalidad ha sido elaborado por Marín Montenegro y Cepeda Sanabria (2024) en su 

trabajo titulado “Protección del servidor público prepensionado en provisionalidad por el tribunal 

administrativo de Cundinamarca”. A partir del estudio de resoluciones dictadas por el tribunal 

administrativo de Cundinamarca, los autores analizan el tema de la “protección del servidor 

público prepensionado en provisionalidad” alcanzando la conclusión de que hay una inclinación 

jurisprudencial a reconocer garantías reforzadas a estos servidores, principalmente cuando se 

encuentra en fase de obtención del derecho pensional, aunque advierten que dicha protección no 

es sinónimo de estabilidad indefinida – si bien esta cederá lugar a la provisión del cargo por medio 

de concurso de méritos. El presente antecedente aporta datos empíricos y jurisprudenciales que 

permiten llegar a formular reglas de aplicación concreta de la estabilidad reforzada, precisamente 



  

  

en cuanto a las condiciones de su procedencia y a los límites que ésta presenta frente al sistema de 

carrera administrativa. 

A su vez, desde la perspectiva de los estudios doctrinales, Morenomelo (2023), en el 

artículo “Estabilidad laboral de los trabajadores provisionales en entidades estatales en Colombia”, 

se hace cargo, en forma directa, de los servidores públicos en provisionalidad, revelando que no 

poseen la estabilidad del régimen de carrera administrativa, pero tampoco están carentes de 

cualquier tipo de protección. El autor plantea así el concepto de estabilidad laboral intermedia que 

se verifica en contextos de vulnerabilidad o debilidad manifiesta, permitiendo así superar el 

antitético entre estabilidad e inestabilidad absolutas. Tal conceptualización resulta ser fundamental 

para la realización de la presente investigación, ya que nos permite una categoría analítica que nos 

ayuda a entender la naturaleza jurídica de la protección de los servidores provisionales. 

En la misma línea conceptual, aunque en un enfoque anterior, Vergara Hernández (2015), 

en su trabajo “Estabilidad laboral relativa o intermedia de los servidores públicos provisionales”, 

va desarrollando de un modo sistemático la idea de una “estabilidad laboral relativa o intermedia 

de los servidores públicos provisionales”, afirmando que la provisionalidad no confiere un derecho 

a permanecer indefinidamente en el puesto, sino que la administración está obligada a la 

motivación de la desvinculación y las mínimas garantías del debido proceso. Aportes como el 

mencionado en el párrafo antecedentes propician la previsión de desarrollos en torno a los mismos 

y la construcción de una línea de carácter doctrinal que concede existencia a un tipo de protección, 

permitiendo un reforzamiento del tipo de agenda de análisis con el que se encarga la indagación. 

Por otra parte, el examen de la estabilidad laboral reforzada en derechos de regímenes 

laborales distintos a la provisoria como el de libre nombramiento y remoción permite extender la 

comprensión del fenómeno. En tal sentido, Arévalo Sanabria & Bernal Valenzuela (2020), en su 



  

  

trabajo titulado “Estabilidad laboral reforzada por prepensión y debilidad manifiesta” dentro del 

régimen de empleo de libre nombramiento y remoción, estudian la procedencia de la estabilidad 

reforzada en situaciones en que el vínculo está caracterizado como libre y en torno a la 

discrecionalidad administrativa. Los autores concluyen que aun en este tipo de situaciones la 

estabilidad laboral reforzada puede operar como límite de la facultad de desvinculación, 

particularmente en cuanto a ciertas personas en condición de debilidad manifiesta o prepensión, 

pero se advierte que dicha protección no elimina la condición de discrecionalidad del cargo, la cual 

no la elimina sólo introduce condiciones características de una protección de los derechos 

fundamentales. Por lo que esta memoria es un antecedente relevante ya que demuestra que la 

estabilidad reforzada no depende sólo del tipo de vinculación sino de a existencia de otros criterios 

constitucionalmente relevantes que justifican su existencia. 

En trato con los antecedentes analizados en el presente trabajo permiten avizorar una 

convergencia entre la doctrina y jurisprudencia en el marco de tres ideas centrales: (i) la estabilidad 

laboral reforzada en el empleo y los derechos no tiene carácter absoluto, (ii) la estabilidad reforzada 

en regímenes de provisionalidad se presenta como una protección intermedia o condicionada y iii) 

el principio del mérito es un límite estructural que no puede ser interrumpido. Sin embargo, existe 

el vacío en la delimitación de los criterios jurídicos que permitan compatibilizar estas dos 

dimensiones que justifican la pertinencia y necesidad del presente trabajo. 

 

4. Planteamiento del problema 

 

4.1 Descripción del Problema  

En el Derecho Laboral nacional colombiano, la estabilidad laboral reforzada se ha 

convertido en un derecho constitucional que protege a trabajadores que se encuentran en 



  

  

situaciones de especial vulnerabilidad, como el embarazo o la discapacidad, las patologías graves 

de salud o la proximidad de los requisitos de la pensión de vejez. De ahí que en la Sentencia SU 

003 de 2018 Esta figura, construida, sobre todo, por la jurisprudencia constitucional, juega un 

papel fundamental en la función de corregir desigualdades materiales y de limitar el poder de 

despido del empresario, sobre todo si este ejerce su facultad desde una posición de prevalencia 

jurídica y económica (Corte Constitucional, 2018). 

Sin embargo, en la Sentencia T – 342 de 2021, se distingue que, en el ámbito del empleo 

público, la utilización de la estabilidad laboral reforzada provoca una zona de indeterminación 

jurídica cuando es proyectada en servidores públicos vinculados en provisionalidad. Esta 

indeterminación se expresa con una intensidad especial cuando, en el transcurso de la función, el 

servidor provisional accede a una situación de estabilidad laboral reforzada, y, al mismo tiempo, 

finaliza un concurso de méritos con un elegible en firme que adquiere el derecho constitucional 

y legal al nombramiento, de acuerdo con el principio de mérito que regula el acceso a la función 

pública (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 125). 

Ahora bien, es pertinente destacar que el problema no es la existencia de la estabilidad 

laboral reforzada ni tampoco la existencia de un sistema de méritos reconocidos como conceptos 

constitucionales, sino en la inexistencia de normas jurídicas claras, sistemáticas y operativas que 

definan cuál debe ser la actuación del Estado cuando concurren y chocan de manera frontal dichos 

mandatos. En el ámbito de la práctica administrativa, la falta de la adopción de un conjunto de 

criterios normativos y jurisprudenciales, debidamente sistematizados, ha permitido que la 

estabilidad laboral reforzada del servidor público nombrado en provisionalidad sea leída, incluso 

en un conjunto de contextos, como una forma de prohibición absoluta para proveer el cargo por 

concurso de méritos. Esta interpretación ha dado paso a la práctica de suspensión indefinida de 



  

  

nombramientos; ha posibilitado que la provisionalidad se extienda más allá de su esencia 

excepcional y ha generado efectos adversos tanto para los elegibles como para la propia 

administración pública. 

La doctrina nacional ha advertido abiertamente que este riesgo es concreto. Por ejemplo, 

para Becerra et al (2019), han expresado explícitamente que la interpretación de estabilidad 

laboral reforzada del empleado provisional no debería ser absoluta, ya que se desnaturaliza el 

régimen de carrera administrativa. Asimismo, los autores expresan que la protección reforzada 

no otorga un derecho indefinido a la permanencia en el cargo, y que su aplicación ha 

proporcionado la posibilidad de prácticas administrativas que vulneran el principio del mérito y 

prolongan injustificadamente la provisionalidad. 

Desde la práctica de la jurisprudencia, la Corte Constitucional ha sostenido, de manera 

reiterada, que los servidores públicos nombrados en provisionalidad tienen una estabilidad 

laboral relativa o intermediada, ya que no tienen derecho a permanecer indefinidamente en el 

cargo, que debe ser provisto mediante un concurso de méritos. En la sentencia T-464 de 2019, la 

Corte especificó que, aunque los trabajadores provisionales son titulares del derecho al debido 

proceso y a la garantía de sus derechos fundamentales, dicha estabilidad no puede convertirse en 

un obstáculo para la provisión definitiva del cargo de acuerdo a la meritocracia (Corte 

Constitucional, 2019a). 

Sin embargo, la misma jurisprudencia ha hecho que se generen zonas de ambigüedad en 

el momento de aplicarla. Así, en la Sentencia T – 406 de 2019, donde se aborda un caso específico 

de la acción de tutela promovida por Nancy Fabiola Amórtegui Alférez contra el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), la Corte Constitucional reiteraba que los servidores 

provisionales que son sujetos de especial protección constitucional debían recibir preferencia 



  

  

para el momento de la desvinculación con la finalidad de garantizar la efectividad de sus derechos 

fundamentales (Corte Constitucional, 2019b). Esta providencia exige un trato preferente que, 

aunque legítimo desde el lugar de la protección laboral reforzada, algunas entidades lo han 

interpretado como el deber de mantener indefinidamente al servidor provisional, aun en la 

presencia de una lista de elegibles en firme. 

Dicha tensión de la interpretación ha hecho que, en la práctica administrativa, se tome 

decisiones que paralizan los nombramientos provenidos de concursos de méritos y endosan el 

costo de la protección laboral reforzada en personas ajenas a la situación de vulnerabilidad. Así 

las cosas, la estabilidad laboral reforzada ha pasado, algunos escenarios, de ser un límite al poder 

aliado y arbitrario de la desvinculación a convertirse en un freno para el sistema meritocrático, 

constitutiva de un problema jurídico real y persistente que precisa una delimitación clara a sus 

alcances y efectos desde el Derecho Laboral. 

De igual forma, la doctrina ha hecho eco de forma reiterada sobre el riesgo de esta 

interpretación. Antolínez Niño & Galvis Tarazona (2019), sostienen que la estabilidad laboral 

reforzada de los servidores públicos en condición de prepensionados no puede ser homologable 

a la estabilidad tanto absoluta como laboral, ni convertirse en una manera de ignorar los 

resultados de los concursos de méritos. En la misma línea, Becerra et al. (2019) critican la 

inclinación que se le da a la estabilidad laboral reforzada de acarrear efectos propios de la carrera 

administrativa, mostrando que esta lectura desnaturaliza la provisionalidad y que menoscaba la 

legitimidad en el sistema de acceso a la administración pública 

Estudios más actuales también han puesto de manifiesto que la indeterminación 

normativa y jurisprudencial no es solamente una situación teórica, sino que tiene efectos de 

considerable relevancia para la administración pública. Por su parte, Torres & López (2022), así 



  

  

como Jiménez & Hurtado (2022), y también la de Quintero & Jaramillo (2025), como también 

Gongora (2025) interpelan a que la aplicación extensiva y escasamente limitada de la estabilidad 

laboral reforzada en el empleo público incrementa la inseguridad jurídica, la litigiosidad laboral 

y las tensiones institucionales a la par que, en expresa contradicción con la solución, no ofrece 

una solución estructural al conflicto entre protección laboral y mérito. 

Desde la situación jurisprudencial, la Corte Constitucional trata de enmendar estas 

distorsiones, en especial en las últimas decisiones. La Sentencia T-443 de 2022 es un hito notable, 

ya que la Corte protege los derechos fundamentales de una persona que, ocupando el primer lugar 

de la lista de elegibles del correspondiente concurso de méritos, no fue nombrada, pues la entidad 

priorizó a la persona que ocupaba el cargo en provisionalidad, por ser prepensionada. En esta 

providencia, la Corte fue incuestionable en su afirmación de que la estabilidad laboral reforzada 

nunca puede ser una razón para suspender o aplazar indefinidamente los nombramientos de los 

procesos meritocráticos (Corte Constitucional, 2022). 

A pesar de este avance jurisprudencial, el día a día administrativo pone de manifiesto que 

el problema persiste. Las entidades públicas siguen confrontando dificultades a la hora de poner 

en práctica de manera coherente las reglas establecidas por la Corte, lo cual lleva a reconocer que 

no han sido suficientemente sistematizadas y transformadas en criterios jurídicos claros que 

proporcionen certeza orientadora a la actuación estatal. Tal situación ha sido admitida incluso 

por los sindicatos, en tanto que la Central Unitaria de Trabajadores de Colombia ha defendido a 

la vez los cargos por mérito y la estabilidad laboral reforzada, insistiendo en que la protección de 

los trabajadores en condición de vulnerabilidad debe garantizarse por mecanismos como la 

reubicación o los mecanismos sustitutivos, y sin que eso implique la paralización en los 

nombramientos por concurso (Central Unitaria de Trabajadores de Colombia [CUT], 2025). 



  

  

El debate jurídico ya no gira en torno a saber si existe o no la estabilidad laboral reforzada, 

ni si son o no respetadas las exigencias relativas al mérito; el auténtico dilema que plantea la 

competencia de ambos mandatos es cómo debe actuar el Estado como empleador cuando en ese 

justo momento hacen conexión ambos mandatos y cuáles son los límites jurídicos de la 

estabilidad laboral reforzada en el empleo público, partiendo de una determinada y concreta 

concepción del Derecho laboral. Un problema sin respuesta ha permitido, además, que el coste 

de la protección laboral reforzada fuese sin más trasladado injustificadamente a un tercero ajeno 

a la situación de vulnerabilidad de la que se viene hablando (más concretamente, a los elegibles, 

aunque entren legítimamente en el empleo público), generando inseguridad jurídica y 

comprometiendo la credibilidad del sistema. 

El verdadero problema que se intenta abordar con esta investigación es, por tanto, la falta 

de una construcción dogmática y jurisprudencial que determine el marco de reglas del juego 

establecido que debe tener el Estado en relación a la discusión de la estabilidad laboral reforzada 

y el mérito en el acceso al empleo público. De esta manera, la investigación trata de dar respuesta 

a ese vacío, pero no repitiendo posiciones ya conocidas o documentadas, sino acudiendo a una 

identificación, sistematización y delimitación de los criterios normativos y jurisprudenciales 

actuales, tales que permitan al Estado proteger a quienes son trabajadores vulnerables sin perder 

de vista el principio de la debida realización del mérito ni los derechos de quienes han superado 

el pertinente concurso de méritos. 

 

4.1 Formulación del Problema  

 ¿Cuáles son los límites jurídicos de la protección derivada de la estabilidad laboral 

reforzada del servidor provisional frente al principio de mérito en el empleo público colombiano?  



  

  

5. Objetivos 

 

5.1. Objetivo General  

 Analizar los límites jurídicos de la estabilidad laboral reforzada del servidor público 

nombrado en provisionalidad frente al principio de mérito en el empleo público colombiano, a 

partir del estudio del marco normativo vigente y de la jurisprudencia constitucional reciente. 

 

5.2. Objetivos Específicos  

 

1. Delimitar el alcance jurídico de la estabilidad laboral reforzada en el empleo público a 

partir de su fundamento constitucional y legal. 

2. Identificar las reglas jurisprudenciales vigentes sobre la aplicación de la estabilidad laboral 

reforzada a servidores públicos nombrados en provisionalidad. 

3. Definir los límites jurídicos de la protección del servidor provisional frente al principio de 

mérito en la provisión de cargos públicos. 

  



  

  

6. Marco referencial  

 

6.1 Marco teórico  

La revisión de la estabilidad laboral reforzada en el ámbito del empleo público en 

Colombia necesita un soporte teórico que ayude a entender el carácter de los derechos en oposición 

y los criterios que deben prevalecer para su resolución. Por este motivo, el presente marco teórico 

se sustenta sobre una concepción tripartita y complementaria: la teoría de los derechos 

fundamentales, el principio de proporcionalidad y la teoría del mérito con respecto a la función 

pública. 

1. Teoría de los derechos fundamentales: La teoría de los derechos fundamentales de 

Robert Alexy constituye uno de los ejes de la comprensión de la naturaleza de la estabilidad laboral 

reforzada en el contexto de los derechos fundamentales y otros principios constitucionales. Para 

este autor, los derechos fundamentales no pueden ser comprendidos como reglas (absolutas) sino 

como principios, o, dicho con otras palabras, como mandatos de optimización que deben ser 

llevados a cabo en la mayor medida que sea posible, a partir, eso sí, de las posibilidades jurídicas 

y fácticas que existan (Alexy, 2007).Bajo esta lectura, la estabilidad laboral reforzada no se 

presenta como un derecho absoluto a la estabilidad laboral, sino que más bien es un principio que 

implica la máxima protección a los trabajadores en situación de desventaja. Ahora bien, este 

principio puede entrar en conflicto con otros principios que también exigen protección, como el 

mérito en la selección de los funcionarios públicos, de tal manera que el principio de estabilidad 

laboral reforzada permitirá su ponderación a partir de la valoración de las circunstancias del caso 

concreto. 



  

  

La principal aportación que ofrece la presente teoría al problema de investigación es que 

permite ir más allá de la interpretación rígida de los derechos, ya que comprende que no puede 

elaborarse una aplicación automática de la estabilidad laboral reforzada, sino que esta también 

tiene que llevarse a cabo su ponderación con respecto a otros valores o principios de ámbito 

constitucional. 

2. El principio de proporcionalidad: El principio de proporcionalidad desarrollado por 

Carlos Bernal Pulido en el contexto colombiano se erige como la herramienta metodológica para 

resolver los conflictos entre derechos fundamentales. El presente principio se divide en tres 

subprincipios: idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto (Bernal Pulido, 2007), 

de manera que, para el ámbito del empleo público, la aplicación del presente principio permite 

advertir si la desvinculación de un servidor público en provisionalidad aún en situación de 

vulnerabilidad es constitucionalmente válida. De tal forma, la provisión de un cargo mediante 

concurso puede encajar como una medida idónea y necesaria para garantizar el principio de mérito; 

sin embargo, la misma debe ser evaluada en términos de la proporcionalidad, de manera que se 

ponderen la afectación a los derechos del trabajador y la utilidad que se obtiene para la 

administración pública. Por lo tanto, el principio de proporcionalidad sirve como una herramienta 

para delimitar los límites del ámbito jurídico de la estabilidad laboral reforzada, evitando que se 

llegue a una absolutización de esta garantía o a desconocerla. Gracias a su aplicación se generan 

criterios objetivos para regular los derechos fundamentales con los requisitos del régimen de 

carrera administrativa. 

3. Teoría del mérito en la función pública: El principio de mérito, previsto en el artículo 

125 de la Constitución Política de Colombia de 1991, ha sido desarrollado, a partir de ese artículo, 

en el marco de un eje estructural del empleo público, dirigido a garantizar la igualdad de 



  

  

oportunidades, la eficiencia administrativa y la transparencia del proceso de selección de los 

servidores públicos. Desde un punto de vista teórico, el mérito no solo tiene un carácter 

instrumental, sino que también se constituye en un principio constitucional que da legitimidad al 

ejercicio de la función pública. De este modo, el acceso a los cargos del Estado y su permanencia 

deben responder a criterios objetivos de capacidad, pues no se puede caer en la arbitrariedad y en 

el clientelismo (Santofimio Gamboa, 2017). 

La teoría del mérito es relevante para esta investigación, dado que permite comprender 

que la estabilidad en el empleo público no puede desligarse de los mecanismos de selección 

establecidos por el propio ordenamiento jurídico. En consecuencia, la continuidad de un servidor 

público en provisionalidad no puede desconectarse con el derecho de terceros de acceder al cargo 

a través de concurso, que introduce un límite estructural a la estabilidad laboral reforzada. 

4. Articulación teórica del problema: La integración de estas tres teorías permite articular 

un marco analítico robusto para la comprensión del problema de investigación. Mientras que la 

teoría de los derechos fundamentales reconoce el hecho de la existencia de un principio en tensión, 

el principio de proporcionalidad ofrece el modo de resolver las tensiones que puedan generarse y 

la teoría del mérito establece el límite estructural en el que tendrá que moverse la estabilidad 

laboral reforzada. 

Por lo tanto, la estabilidad laboral reforzada en el empleo público debe entenderse como 

un principio que protege a los individuos en condición de vulnerabilidad, pero cuya aplicación se 

encuentra condicionada por el principio del mérito, debiendo aplicarse la ponderación para fijar su 

alcance en cada caso concreto. 

 



  

  

6.2 Marco conceptual 

El estudio de la estabilidad laboral reforzada en el marco del empleo público colombiano 

implica delimitar un determinado conjunto de categorías jurídicas que permitan conocer su 

naturaleza, su alcance o su límite, concretamente en interacción con el principio de mérito. En este 

sentido, el marco conceptual se orienta a definir los conceptos clave que articulan el análisis, ante 

todo, desde una perspectiva administrativa y constitucional. 

1. La estabilidad laboral reforzada 

La estabilidad laboral reforzada puede entenderse como garantía constitucional de 

aquellos trabajadores que gozan del derecho a no ser desvinculados laboralmente, en razón de su 

condición de vulnerabilidad o de debilidad manifiesta. Sin embargo, la estabilidad laboral 

reforzada no es regulada expresamente mediante una determinada norma, por el contrario, se puede 

establecer a partir de la interpretación sistemática de determinados principios constitucionales, 

como dignidad humana, igualdad material y protección especial al trabajo (Constitución Política 

de Colombia de 1991, arts. 13, 25 y 53).La estabilidad laboral reforzada no se traduce, desde una 

perspectiva doctrinal, en la inamovilidad de la relación laboral, sino que es la limitación del poder 

de despido del empresario obligado a existir causa objetiva, o en algún caso concreta autorización 

de la autoridad administrativa (Bernal Pulido, 2007). Con tal sentido, queremos decir que estamos 

ante la reafirmación de una protección específica que persigue enmendar desigualdades 

estructurales con el fin de garantizar la satisfacción efectiva de los derechos de las trabajadoras y 

trabajadores. 

 

 



  

  

2. Sujetos no vulnerables con protección constitucional 

Los sujetos no vulnerables con protección constitucional son aquellos que tienen una 

condición específica, que requieren medidas reforzadas para hacer posible el ejercicio de sus 

derechos por parte del Estado. Entre ellos, aparecen, por ejemplo, las personas con discapacidad, 

las mujeres embarazadas y los trabajadores próximos a la jubilación. La Corte Constitucional ha 

indicado que la protección es la aplicación del principio de igualdad material, el cual establece que 

el Estado debe adoptar medidas afirmativas en relación con grupos que han estado históricamente 

en situación de discriminación o de vulnerabilidad (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia 

T-1040 de 2001) por en consecuencia la estabilidad laboral reforzada es la manifestación de dicho 

mandato del texto constitucional. 

3. Empleo público y carrera administrativa. 

El empleo público colombiano está organizado a partir del sistema de carrera 

administrativa que persigue precisamente el acceso y la permanencia de las personas que ocupan 

los cargos del Estado de acuerdo a criterios objetivos de mérito y capacidad, lo cual responde a la 

urgencia de asegurar la eficiencia, la imparcialidad y la profesionalización de la función pública 

(Ley 909 de 2004).La carrera administrativa establece que los servidores en condiciones de 

ingresar a un cargo mediante la modalidad de concurso público logran adquirir derechos en el 

sentido de gozar de una estabilidad relativa, ya que solo podrá cesar la vinculación laboral, si se 

da, por causas legales establecidas con anterioridad; sin embargo, esta normatividad no puede 

hacerse extensible a todos los tipos de vinculación e introduce algunas diferencias importantes en 

cuanto a la estabilidad. 

 



  

  

4. Nombramiento en provisionalidad 

El nombramiento en provisionalidad constituye una forma de vinculación excepcional y 

transitoria para proveer las vacantes de carrera administrativa aun cuando en este momento se esté 

realizando el procedimiento de selección definitivo. El servidor en provisionalidad, según la 

norma, no adquiere derechos de la carrera ni estabilidad asociada a este régimen, ya que su 

permanencia en el cargo está condicionada a la realización del concurso (Decreto 1083 de 2015). 

Sin embargo, la jurisprudencia ha aseverado que los servidores en provisionalidad no quedan 

carentes de toda protección, especialmente en lo que respeta a aquellos sujetos que se encuentran 

en una situación de vulnerabilidad. Esta afirmación ha dado lugar a la configuración de la 

estabilidad intermedia. 

5. Estabilidad laboral relativa o intermedia 

La noción de estabilidad laboral relativa o intermedia se ha presentado como una 

categoría que intenta explicar la situación de servidores públicos que, al no estar amparados por el 

sistema de carrera administrativa, gozan de ciertas garantías frente a la desvinculación. Esta 

categoría se ha presentado tanto por la doctrina como por la jurisprudencia, especialmente en 

relación a los servidores en provisionalidad. Según lo señala Vergara Hernández (2015), la 

estabilidad intermedia implica que, si bien el servidor puede ser desvinculado, la administración 

pública debe cumplir, al menos, con ciertos mínimos como es el caso de la motivación del acto y 

el respeto al debido proceso. En ese sentido es, por tanto, una protección subordinada que no 

equivale a la estabilidad, ostentada como un derecho y la cualidad máxima del régimen de carrera 

administrativa. 

 



  

  

6. Principio del mérito 

Desde el punto de vista del empleo público en Colombia, el principio del mérito es uno 

de los pilares centrales del mismo. La Constitución Política, en su artículo 125, establece que el 

ingreso y permanencia en los cargos del Estado se deben llevar a cabo teniendo en cuenta criterios 

objetivos que garanticen el derecho a la igualdad de oportunidades y a la selección de las mejores 

personas mediante criterios objetivos. 

En la teoría del mérito, por lo tanto, cabe entender el mismo en el sentido de que, desde 

un conocimiento instrumental, el mérito se asimila a una función con un sentido estructural, dado 

que se hace necesaria la legitimidad del ejercicio de la función pública (Alexy, 2007). De este 

modo, cualquier variante a este principio debe estar muy bien justificado, en especial cuando nos 

referimos a los derechos fundamentales. 

7. Tensión entre el principio de la estabilidad laboral reforzada y el principio de merito 

La coexistencia de la estabilidad laboral reforzada y el principio de mérito otorga lugar a 

una verdadera tensión jurídica que constituye el propio núcleo del problema de investigación. En 

un extremo encontramos la estabilidad laboral reforzada, que tiene como objetivo proteger a las 

personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad frente las decisiones arbitrarias tomadas 

por la administración; en el otro extremo encontramos el principio del mérito, que establece que 

los cargos públicos deben ser cubiertos mediante procesos objetivos de selección de su titulación. 

Esta tensión debe ser establecida mediante criterios de ponderaciones, en los cuales se 

miden la intensidad de la afectación de cada principio y se decide cuál ha de prevalecer en el caso 

concreto. De acuerdo con la teoría de los derechos fundamentales, los principios no son derechos 



  

  

absolutos sino derechos que deben ser optimizados en la máxima medida posible, lo que implica 

la necesidad de establecer límites y condiciones a la hora de desarrollarlos (Alexy, 2007). 

Por ende, del análisis conceptual se deriva la conclusión de que la estabilidad laboral 

reforzada en el empleo público no puede ser entendida como un derecho autónomo e ilimitado 

sino como una garantía de un derecho de alcance limitado que deberá ser ponderado con el 

principio de mérito, mediando un ejercicio de ponderación que tenga en consideración las 

peculiaridades de cada caso. 

 

6.3 Marco legal 

 

Estudiar la estabilidad laboral reforzada en el empleo público colombiano requiere 

atender a su fundamento constitucional, su desarrollo legal y su desarrollo reglamentario, en cuanto 

que es una figura que no aparece explícitamente en una sola disposición normativa, sino que 

aparece a partir de una interpretación sistemática de diferentes normas y de principios que forman 

parte del ordenamiento jurídico. 

En primer lugar, la Constitución Política de Colombia de 1991 reconoce el trabajo como 

un derecho fundamental y una obligación social, así el artículo 25 establece que el trabajo goza de 

una especial protección del Estado. Igualmente, el artículo 53 establece los principios mínimos 

fundamentales del derecho laboral entre los que se encuentran la estabilidad en el trabajo y la 

primacía de la realidad sobre las formalidades, que serían el fundamento normativo de la 

estabilidad laboral reforzada (Constitución Política de Colombia, 1991). 



  

  

Así las cosas, el artículo 13 superior, concreta el principio de igualdad material, 

imponiendo al Estado la obligación de proteger de manera especial a las personas en debilidad 

manifiesta. Este principio fue la base para que la jurisprudencia comenzara a reconocer la figura 

de la estabilidad laboral reforzada en favor de los sujetos como las personas en situación de 

discapacidad o las mujeres en estado de embarazo o aquellas que se encuentren en periodo de 

transición para acceder a la pensión. En el mismo sentido, la estabilidad laboral reforzada no es 

entendida como un derecho fundamental sino como una concreción del artículo que hace referencia 

a la exigencia del principio de igualdad material. 

De otra parte, la Constitución, en el ámbito del empleo público, introduce otro elemento 

estructural que condiciona el ámbito de la estabilidad laboral: el principio del mérito. El artículo 

125 establece que los empleos en los órganos y entidades estatales son de carrera administrativa, 

estableciendo que la provisión de los puestos debe hacerse mediante la celebración de un concurso 

público, salvo las excepciones que señala la ley. Este principio se constituye en un eje fundamental 

del sistema sobre la función pública, orientado para garantizar la igualdad de oportunidades, la 

eficiencia administrativa y la transparencia en el acceso al empleo estatal (Constitución Política de 

Colombia, 1991).  

En desarrollo de este mandato constitucional, la Ley 909 de 2004 regula el empleo 

público, la carrera administrativa y la gerencia pública, especificando las modalidades de 

vinculación, entre las que se destaca el nombramiento en provisionalidad. Al respecto, la 

normativa indica que la provisionalidad tiene carácter transitorio y que solo debe proceder mientras 

dure el proceso de selección para proveer el cargo de forma definitiva, lo que implica que el 

servidor provisional no adquiere derechos de carrera y no goza de la estabilidad propia de este 

régimen (Ley 909 de 2004).Asimismo, el Decreto 1083 de 2015, como norma compiladora de este 



  

  

sector de la función pública, se ocupa de las disposiciones sobre la administración del talento 

humano en el sector público, insistiendo de este modo en su carácter excepcional y temporal de la 

provisionalidad y la obligación de proveer mediante concurso de méritos los cargos, viéndose así 

reforzada la idea de que la permanencia en el empleo público se halla estructuralmente 

condicionada por el cumplimiento de los principios de mérito y capacidad (Decreto 1083 de 2015). 

Y, por otra parte, la estabilidad laboral reforzada ha sido reconocida y desarrollada con las normas 

que protegen a algún grupo de las y los ciudadanos. En ese sentido, la Ley 361 de 1997 previene 

mecanismos de integración social para personas en situación de limitación, indicando en su 

artículo 26 que ningún trabajador en situación de discapacidad puede ser despedido sin 

autorización previa del Ministerio de Trabajo, tal cual es una manifestación normativa expresa de 

la estabilidad laboral reforzada (Ley 361 de 1997). 

En la misma dirección, el ordenamiento jurídico colombiano también ha incorporado esos 

mecanismos de protección para trabajadores en condición de prepensión, para otros sujetos de 

especial protección en la interpretación sistemática de las normas de carácter constitucional y legal. 

Sin embargo, dicha protección no traduce estabilidad en el empleo público absoluto, sobre todo 

para los servidores vinculados en provisionalidad, ya que estas deben colocarse en armonía con el 

principio de mérito y con el desarrollo de la provisión de cargos a concurso. 

Aparece así en este marco un conflicto normativo estructural que pone de relieve dos 

dimensiones: la primera la protección reforzada de derecho fundamentales en favor de los sujetos 

más vulnerables y por el otro, la exigencia constitucional de que el acceso al empleo público siga 

criterios de mérito. La solución de este conflicto no se encuentra expresamente en el plano legal, 

si bien ello ha dado lugar a que la solución desarrollemos en su mayoría en el plano jurisprudencial. 



  

  

En consecuencia, el ordenamiento jurídico evidencia que la estabilidad laboral reforzada 

en el empleo público colombiano no es un derecho autónomo, tampoco absoluto, sino que se trata 

de una garantía que debe ser interpretada de manera sistemática y armónica con los principios que 

orientan la función pública. Y ello se convierte en una premisa fundamental para ceñir su alcance 

en los casos de los servidores públicos que se encuentren en provisionalidad, así como para 

establecer en torno a ella los límites jurídicos de su aplicación en contraste con el principio de 

mérito. 

Por otro lado, es necesario indicar que la figura de la estabilidad laboral reforzada en el 

derecho colombiano se ha desarrollado fundamentalmente a través de la labor desempeñada por la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, ya que en el ordenamiento jurídico 

colombiano no existe una regulación legal que delimite su campo de aplicación para los 

trabajadores al servicio del Estado.  

En este sentido, la forma en que ha sido configurada responde a una construcción gradual 

donde los principios de la dignidad humana, igualdad sustantiva y protección reforzada de quienes 

se encuentran en una situación de vulnerabilidad son los que le han proporcionado su estructura.; 

En una primera fase, la Corte decidió que la estabilidad laboral reforzada es una garantía del 

principio de igualdad sustantiva, pues dado que el Estado debe garantizar una protección reforzada 

a personas que se encuentran en una situación de debilidad manifiesta, el despido de un trabajador 

en esa situación de vulnerabilidad, sin que exista una justificación objetiva, vulnera derechos 

fundamentales, lo que ha acabado de cimentar el fundamento constitucional de la estabilidad 

laboral reforzada, tal como pudo afirmarse a partir de la sentencia. Corte Constitucional, 2001, 

Sentencia T-1040 de 2001.Luego de ello, la jurisprudencia también avanzó en el trabajo de 

identificación de los sujetos protegidos y en requerir requisitos para la desvinculación. Así, la 



  

  

Sentencia T-519 de 2003, determinó que la estabilidad laboral reforzada equivale a que, si el 

trabajador presenta debilidad manifiesta, no es posible la desvinculación sin la autorización previa 

de la autoridad; así se logra un estándar de la protección reforzada de la que puede depender el 

trabajador (Corte Constitucional, 2003). 

Con relación al empleo público, la Corte, ha sido clara al expresar que la estabilidad 

laboral reforzada no es incompatible con el régimen de carrera administrativa, siempre y cuando 

este debe encadenarse con el principio de mérito. En la Sentencia SU-446 de 2011 se estudió y 

decidió el caso de los servidores públicos en provisionalidad; en este caso, se estableció que los 

servidores públicos que están en provisionalidad no entienden del régimen propio de carrera, pero 

además también tienen el derecho a un régimen de protección para el caso de que estén en situación 

de vulnerabilidad. Luego, la Corte determinó que la desvinculación de un servidor provisional ha 

de estar motivada, y con más razón cuando corresponda a sujetos de especial protección 

constitucional (Corte Constitucional, 2011).  

El mismo criterio se reiteró y se desarrolló en la Sentencia T-614 de 2009, donde se señaló 

que la condición de provisionalidad no excluía el alcance de las garantías constitucionales, pero 

tampoco otorgaba derechos análogos a los empleados de carrera, generando así una protección 

intermedia o relativa (Corte Constitucional, 2009).  

Con respecto a la tensión entre la estabilidad laboral reforzada y la meritocracia, la Corte 

ha manifestado que la provisión definitiva de los empleos a través del concurso es una causa 

legítima de desvinculación, incluso tratándose de sujetos protegidos. En este sentido, la Sentencia 

T-373 de 2017 sentó la doctrina al establecer que la estabilidad laboral reforzada no puede a su 

vez, convertirse en el obstáculo que prive del principio del mérito de existir para acceder al empleo 

público (Corte Constitucional, 2017). 



  

  

De una manera aún más reciente, la Corte ha sostenido que la estabilidad laboral reforzada 

en el sector público es una estabilidad laboral de carácter condicionado y no absoluto, 

especialmente en lo que hace a los servidores en provisionalidad. La posición se presenta en la 

Sentencia T-063 de 2022, en donde se llegó a afirmar que, si bien los servidores en provisionalidad 

cuentan con la protección reforzada, esta protección reforzada no representa una permanencia 

indefinida en el cargo, mucho menos cuando este debe ser proveído mediante el concurso de 

méritos (Corte Constitucional, 2022). 

Complementariamente, el Consejo de Estado contribuyó con su jurisprudencia a la 

delimitación de la estabilidad en el empleo público, al señalar que la provisionalidad no genera 

derechos de carrera ni estabilidad absoluta. En varias decisiones, la corporación ha llegado a 

afirmar que la desvinculación de servidores públicos en provisionalidad es procedente siempre que 

se ajuste a los principios de legalidad, motivación y razonabilidad. 

En resumen, la línea jurisprudencial permite advertir tres reglas de primer orden: (i) la 

estabilidad laboral reforzada es una garantía constitucional referida a sujetos en condiciones de 

vulnerabilidad, (ii) los servidores públicos en provisionalidad pueden ser titulares de esta, pero en 

un nivel relativo o intermedio, y (iii) el principio del mérito limita la desvinculación. Sin embargo, 

persisten los vacíos en términos de la delimitación de los criterios de armonización entre ambas 

dimensiones, lo que es el núcleo del problema que la investigación aborda.  



  

  

7. Metodología  

7.1 Método de investigación   

La investigación se desarrolla a partir de un enfoque cualitativo, dado que estudiar la 

tensión entre la estabilidad laboral reforzada y el principio de mérito en el empleo público exige 

un estudio interpretativo y crítico respecto al marco constitucional, legal y jurisprudencial en el 

que se regulan ambas figuras, sin que resulte pertinente el uso de métodos cuantitativos. Este 

enfoque, permitirá: en primer lugar, comprender el sentido y alcance de las normas y de las 

decisiones judiciales, y en segundo lugar poder identificar cuáles han sido los criterios y normas 

que ha conocido la jurisprudencia constitucional y, tercero, podré revisar los vacíos y 

contradicciones que han aparecido a partir de su aplicación práctica en el objetivo de acotar 

jurídicamente los alcances de protección del servidor provisional y de los deberes que concurren 

hacia el Estado como empleador, tal y como se definen en función de los rasgos propios de la 

investigación cualitativa en ciencias sociales y jurídicas (Hernández Sampieri et al., 2018). 

 

7.2 Tipo de Investigación   

La investigación circunscribe dentro de un enfoque sociojurídico de carácter cualitativo, 

dado que se ocupa de la tensión entre la estabilidad laboral reforzada y el principio de mérito en 

el empleo público colombiano a través del análisis interpretativo del corpus constitucional, legal 

y jurisprudencial que norman ambas figuras, siendo un enfoque que permite entender cómo 

cobran sentido las normas y las decisiones de la justicia en contextos institucionales concretos, 

dejando atrás los datos cuantitativos que corresponden a la práctica disociada de la investigación 



  

  

social que debe darse mayor a los fenómenos jurídicos complejos del Derecho Laboral en el 

ámbito de lo público. 

Desde esta perspectiva, el estudio se orienta a la lectura crítica de las reglas establecidas 

por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, de los vacíos normativos y de los efectos que 

las decisiones judiciales o su aplicación en la práctica administrativa podrían llevar en la 

delimitación de la protección del servidor provisional frente al principio de mérito, lo que se ciñe 

también a la manera en que se indaga en las características de la investigación social cualitativa 

en ciencias sociales y jurídicas, cuyo objeto de estudio no está dado por la culminación de datos 

cuantificables (Hernández Sampieri et al., 2018). 

 

7.3 Fuentes de información  

El tipo de investigación que se empleará en este trabajo será cualitativo, mediante un diseño 

de investigación descriptivo-analítico, dirigido a describir el marco constitucional, normativo y 

jurisprudencial que regula la estabilidad laboral reforzada y el principio de mérito del empleo 

público colombiano. En este contexto, como fuentes primarias se utilizarán la Constitución Política 

de Colombia, en particular los artículos 13, 25, 53 y 125, la normativa sobre la carrera 

administrativa y provisión de empleos públicos, así como jurisprudencia relevante de la Corte 

Constitucional que regula la estabilidad laboral de los servidores en provisionalidad y el derecho 

al nombramiento mediante concurso de méritos. 

Como fuentes secundarias se tomarán artículos científicos, investigaciones socio-jurídicas 

y trabajos doctrinales que han sido publicados mediante artículos en revistas científicas o en 

revistas institucionales, que tengan como objeto la estabilidad laboral reforzada, la 

provisionalidad, el concurso de méritos y las tensiones laborales respecto a la protección y el 



  

  

acceso a la función pública. La contraposición, análisis y comparación de estas fuentes primarias 

y secundarias permitirá describir y entender la problemática jurídica objeto de estudio, y, a la vez, 

circunscribir la delimitación de la protección del servidor en provisionalidad frente al principio de 

mérito, desde una perspectiva que se avenga con las competencias planteadas desde el Estado 

Social de Derecho. 

 

7.4 Población objeto de estudio   

  La población objeto del estudio se limita a los operadores jurídicos e institucionales 

relacionados de forma directa o indirecta con la aplicación y el entendimiento de la estabilidad 

laboral reforzada y del principio de mérito en el empleo público. En tal sentido, se tienen en cuenta 

criterios que han sido desarrollados por la Corte Constitucional, las actuaciones de las entidades 

públicas en su rol como empleadoras y las interpretaciones doctrinales que han hecho profesionales 

del derecho y académicos que se especializan en el ámbito del Derecho Laboral y del Derecho 

Administrativo. 

Con lo anterior, se permite verificar cómo las normas, los pronunciamientos judiciales y 

las prácticas administrativas vinculadas a la provisionalidad y a la provisión de cargos mediante el 

concurso de méritos producen tensiones constitucionales que afectan tanto la protección de los 

servidores públicos en condición de vulnerabilidad como el principio de mérito. De esta manera, 

la investigación se propone abordar el fenómeno jurídico desde un punto de vista normativo e 

institucional, excluyendo sujetos individuales y las indagaciones empíricas, coherente con la 

metodología cualitativa del estudio. 



  

  

7.5 Técnicas e instrumentos para analizar la información   

 Se utilizará la técnica documental, ya que es la más pertinente para llevar a cabo una 

investigación cualitativa del marco constitucional, legal y jurisprudencial que se encuentra a la 

base de la estabilidad laboral reforzada y del principio de mérito en el empleo público 

colombiano, lo que hace posible realizar un recorrido sistemático por los diferentes tipos de 

normas, resoluciones judiciales y desarrollos doctrinales que estructuran la protección del 

servidor público nombrado en provisionalidad y su resultado en la forma necesaria para poder 

obtener los cargos por el principio de mérito. 

En este sentido, se llevarán a cabo las siguientes técnicas de análisis: 

• Selección y recogida de fuentes normativas, jurisprudenciales y doctrinales de interés, a 

partir de la identificación de los fundamentos normativos de la estabilidad laboral 

reforzada y del principio de mérito.  

• Análisis crítico documental, sujeto a la evaluación de la coherencia interna, de la 

relevancia y del lector orientador del alcance de las normas y de las providencias 

judiciales analizadas.  

• Análisis de contenido, orientado a la identificación de categorías comunes identificadas 

en la tensión constitucional y los vacíos normativos sobre la aplicación de la protección 

reforzada en situaciones de provisionalidad.  

• Análisis comparado, orientado hacia el contraste de normas y de criterios 

jurisprudenciales, en la búsqueda de delimitar los límites normativos de la estabilidad 

laboral reforzada en contraposición al mérito. 

Los instrumentos de análisis estarán constituidos por guías de revisión documental, 

matrices de análisis cualitativo y gestores de referencias bibliográficas que permitirán organizar, 



  

  

sistematizar e interpretar de una manera clara el contenido jurídico recogido, en correspondencia 

con los objetivos de la investigación. 

  



  

  

8.  Presentación de los resultados   

 

CAPÍTULO I 

8.1 FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LA ESTABILIDAD LABORAL 

REFORZADA EN EL PÚBLICO 

 

El presente capítulo tiene por carácter la reconstrucción, con una plena trazabilidad 

normativa y jurisprudencial, del trayecto desde el que la estabilidad laboral reforzada (en 

adelante, ELR) llegó a consolidarse como una garantía con rango constitucional para los 

servidores públicos colombianos, tal y como ha sucedido con los que se encuentran vinculados 

en provisionalidad en cargos de carrera administrativa. Para ello, el capítulo establece una 

estructura que avanza desde los fundamentos axiológicos del Estado Social de Derecho hasta la 

configuración técnica de las reglas vigentes, atravesando el examen sistemático de los 

instrumentos normativos y de las decisiones jurisprudenciales que en cada etapa histórica fueron 

ampliando, precisando o limitando el alcance de la figura. Tal recorrido no es meramente 

cronológico, sino un mapa de reconocimiento constitucional que permite identificar, en cada hito, 

qué categoría de trabajador fue incluida, qué protección se le dio y qué regla procesal se 

estableció para garantizarla. 

La tesis que da sentido a la idea que articula el capítulo es que la ELR en el sector público 

colombiano no fue consecuencia de una decisión legislativa deliberada y coherente, sino una 

construcción jurisprudencial progresiva que colmó los vacíos jurídicos que el legislador había 

dejado abiertos por más de ocho décadas de carrera administrativa desafortunada. 



  

  

8.1.1 El Estado Social de Derecho como Premisa Axiológica: Trabajo, Dignidad e Igualdad 

Material. 

La Constitución Política de Colombia de 1991 no se limitó a proclamar derechos, sino 

que estableció una arquitectura axiológica que somete a todo tipo de actuación del Estado a los 

valores de la dignidad humana, el trabajo y la solidaridad. El artículo 1. o de la Constitución 

recoge expresamente que Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 

República unitaria fundamentada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y en la 

solidaridad de quienes lo componen. 

La opción del constituyente no se revela sólo como una mera declaración más, sino que 

establece lo que Habermas (1998) considera la base de legitimación del orden jurídico, esto es, 

el conjunto de valores que acompaña da sentido y orientación a la totalidad de las normas del 

sistema y que articulan como normas que vinculan al Estado en todas sus actuaciones, también 

en las de empleador. 

El artículo 25 de la Constitución Política Colombiana (1991) amplía esta proposición 

mediante la cual el trabajo es un derecho y a la vez una obligación social que goza en todas sus 

modalidades de especial protección del Estado. La fórmula en todas sus modalidades resulta 

afortunadamente decisiva en términos jurídicos, en la medida que excluye cualquier tipo de 

interpretación que restringe la protección a una forma específica de vinculación laboral y, por 

consiguiente, exige su proyección sobre el empleo público en igual intensidad que el privado. 

Younes (2018) destaca que esta disposición constituyó una ruptura de paradigma respecto 

al anterior modelo de la función pública, en donde el servidor del Estado era visto como un sujeto 

de la soberanía y no como titular de derechos laborales exigibles ante el Estado como empleador. 

 



  

  

El artículo 53 de la Constitución Política de Colombia (1991) supone el núcleo técnico 

del sistema de la protección laboral constitucionalizada. Éste establece en forma de principios 

mínimos fundamentales irrenunciables: la igualdad de oportunidades entre los trabajadores; la 

remuneración mínima vital y móvil; la estabilidad en el empleo; la irrenunciabilidad de los 

beneficios mínimos establecidos en normas laborales; la primacía de la realidad sobre las 

formalidades; el derecho a la seguridad social, a la capacitación y el adiestramiento; así como la 

protección especial de la mujer, de la maternidad, y del trabajador menor de edad. 

De entre esos principios, los de estabilidad en el empleo y el de primacía de la realidad 

son los dos ejes a través de los cuales se construye dogmáticamente la ELR., y para tal aspecto, 

la Corte Constitucional, desde la Sentencia T-457 de 1992, ha reconocido que dicho artículo 53 

no se desgasta en el ámbito del trabajo privado sino que irradia la total de las relaciones de trabajo, 

incluidas las del Estado como empleador, en virtud de que este no puede desconocer los valores 

del trabajo establecidos en la Carta (Corte Constitucional, 1992). 

Dos disposiciones adicionales de la Carta completan la red axiológica; el artículo 13 le 

impone al Estado la obligación positiva de adoptar medidas de protección a favor de quienes se 

encuentren en circunstancias de manifiesta debilidad, lo que constituye la base directa de la 

protección diferenciada a los trabajadores vulnerables. 

El artículo 47, por su parte, establece promover una política de previsión, rehabilitación 

e integración social respecto a las personas que presenten disminución física, sensorial y psíquica, 

consolidando la protección especial al trabajador con discapacidad. La confluencia de los 

preceptos citados 1.o, 13, 25 y 53 constituye, en palabras de la Corte Constitucional por medio 

de la Sentencia SU-049 de 2017 la cláusula constitucional de protección reforzada al trabajo 



  

  

vulnerable cláusula que no distingue entre la relación laboral pública y la privada (Corte 

Constitucional, 2017). 

Es necesario, a su vez, resaltar el precepto 40, numeral 7, de la Constitución Política de 

Colombia (1991), el cual consagra el derecho de todo ciudadano a acceder al ejercicio de 

funciones y cargos públicos. Este derecho, debidamente interpretado en forma conjunta con el 

precepto 125, otorga la base tanto a la garantía de acceso meritocrático como al derecho de los 

servidores ya vincularlos a permanecer en su cargo en condiciones de igualdad y dignidad. 

Santofimio (2017) menciona que este artículo es una de las cuatro funciones 

constitucionales de la carrera administrativa: hacer tangible la igualdad de los ciudadanos en el 

acceso a los cargos públicos. Su importancia para la ELR viene dada por el hecho de que la 

protección al provisional débil no puede ser igualmente construida en contra del derecho de 

acceso de los otros ciudadanos, existiendo, por tanto, necesariamente un ejercicio de ponderación 

que la jurisprudencia construyó de forma paulatina. 

 

8.1.2 La Configuración Constitucional de la ELR: Definición, Planteamientos y Tipologías 

de protección 

8.1.2.1 Definición y naturaleza jurídica 

La ELR es una garantía constitucional de carácter cualificado que puede operar en tanto 

en cuanto, en una relación laboral pública o privada, exista una situación de vulnerabilidad 

constitucionalmente significativa para el trabajador. Su efecto jurídico primordial radica en 

reubicar la línea de protección contra el despido o la desvinculación laboral: requiere al 

empleador que justifique el retiro por medios objetivos, suficientes y proporcionados y establece, 



  

  

como consecuencia su inobservancia, la ineficacia del acto y la obligación de reintegrar 

independientemente que existan causas formalmente válidas de terminación del vínculo (Corte 

Constitucional, Sentencia C-531 de 2000). 

La Corte Constitucional hace énfasis en que la ELR se distingue, además, de la estabilidad 

laboral ordinaria en tres dimensiones, primero, en función de su supuesto de hecho: la estabilidad 

ordinaria protege al trabajador frente al despido injusto/ilegal; la estabilidad reforzada, 

adicionalmente, debe cumplir con una condición específica que la haga vulnerable. En segundo 

lugar, en relación con su intensidad: la estabilidad ordinaria puede subsanarse con el pago de la 

indemnización y la reforzada tiene como consecuencia principal el reintegro. 

Tercero, en lo que es la carga de justificación: en la ordinaria, el motivo de despido puede 

ser cualquier motivo objetivo y válido conforme a la ley; en la reforzada, el despido debe 

demostrar además que no hay relación causal (la que la administración debe desvirtuar) entre el 

despido y la condición de vulnerabilidad del trabajador. Esta última exigencia origina una 

presunción iuris tantum de discriminación que debe desvirtuar la administración (Sentencias T-

198 de 2006 de la Corte Constitucional y SU-049 de 2017). 

8.1.2.2. Presupuestos de activación 

La jurisprudencia constitucional ha identificado gradual y progresivamente cuatro 

presupuestos que deben concurrir para dar lugar a la activación de la ELR. El primero es la 

existencia de una relación laboral o de un vínculo que en la realidad material configure una 

prestación personal de servicios, sin atender a la denominación formal adoptada por las partes, 

presupuesto que recoge el principio de primacía de la realidad que hace referencia el artículo 53 

de la Carta. La segunda condición a la concurrencia, en el momento de la desvinculación, de una 



  

  

condición de vulnerabilidad constitucionalmente relevante en cabeza del trabajador/a. La tercera 

condición se refiere al conocimiento previo que debe tener el empleador sobre el hecho de que 

el/ la trabajador/a se encuentra en esta condición, ya que de otro modo no podrá predicarse la 

relación de causalidad entre la condición y la decisión de desvinculación. La cuarta condición 

hace referencia a que la desvinculación tiene lugar sin que el empleador previamente haya 

agotado el protocolo de protección que la jurisprudencia exige: motivación reforzada, valoración 

de alternativas de reubicación y, cuando el caso lo requiera, petición de autorización a la 

autoridad competente cuando se trate de trabajadores con discapacidad o con graves problemas 

de salud (Corte Constitucional. Sentencias SU-049 de 2017 y T-033 de 2020). 

8.1.3 Subjetivo: categorías de protección 

A partir del análisis sistemático de la jurisprudencia constitucional, podemos diferenciar 

cinco categorías de personas protegidas por la ELR, con sus con sus respectivos matices en 

cuanto ha hecho al origen y a las consecuencias jurídicas que presentan. La primera categoría 

hace referencia a las personas que presenten una discapacidad de naturaleza física, mental, 

sensorial o intelectual cuya condición de protección está fundamentada en los artículos 13 y 47 

de la Constitución y la Ley 361 de 1997. En este caso, la desvinculación laboral exige la 

autorización previa del Ministerio del Trabajo o del juez administrativo. 

La segunda categoría se refiere a los trabajadores que padecen enfermedades que les 

incapacitan y/o están en estado de debilidad manifiesta en razón de su salud, la condición de 

protección la reconoció la Corte Constitucional en la Sentencia T-198 del 2006 aunque dicha 

protección no dependa de una postura formal de calificación de la condición de discapacidad. 



  

  

La tercera categoría corresponde a las madres y padres cabeza de familia que no tienen 

otra alternativa económica, esta categoría fue instaurada por la Ley 790 de 2002 y extendida 

jurisprudencialmente a los padres por la Sentencia C-044 del 2004. La cuarta categoría incluye a 

los recensionados (es decir, los servidores que se encuentran a tres años o menos de cumplir con 

los requisitos de edad y tiempo de servicio para poder acceder a la pensión de vejez), quienes se 

benefician de la protección del art. 48 de la Constitución y de la protección del artículo 12 de la 

Ley 790 del 2002.  

La quinta y última categoría es residual, en la que se engloban el resto de las condiciones 

de manera objetiva y demostrable que ponen al trabajador en una situación de manifiesta 

debilidad ante la desvinculación, generándole una amenaza real e inminente a los derechos 

fundamentales del trabajador de no perder el mínimo vital, la salud o la subsistencia digna (Corte 

Constitucional, Sentencia C-640 de 2012). Esta categoría es la que proporciona al sistema su 

carácter de clausula general de protección, no reducida a un listado cerrado de situaciones.  

8.1.3.1 Ruta de Reconocimiento: Del Origen Legal a la Consolidación Constitucional de 

la ELR 

La plena comprensión de la ELR como una garantía aplicable a los servidores públicos 

exige reconstruir la ruta a través de la cual fue reconocida y se fue consolidando en el 

ordenamiento colombiano. No se trata de una ruta lineal y acumulativa, sino que es discontinua, 

con avances y retrocesos y que da cuenta de los choques constantes entre la lógica garantista de 

la Corte Constitucional frente a la lógica meritocrática del Consejo de Estado. El siguiente cuadro 

sintetiza las nueve etapas del reconocimiento, observando el ordenamiento normativo o 

jurisprudencial, su contenido medular y el efecto jurídico que producen sobre la situación 

particular que atraviesan los servidores en provisionalidad. 



  

  

Tabla 1. Ruta de reconocimiento normativo-jurisprudencial de la ELR en el sector público colombiano 

(1938-2025) 

ETAPA INSTRUMENTO CONTENIDO / REGLA EFECTO JURIDICO 

I — Origen legal 

(1938-1990) 
Ley 165/1938 — Ley 

61/1987 — Dto. 

2400/1968 

Carrera administrativa 

embrionaria. Provisional hasta 4 

meses, insubsistente sin 

motivación. 

Sin estabilidad. 

Discrecionalidad absoluta 

del nominador. 

II — 

Constitucionalización 

(1991) 

Art. 1, 13, 25, 40-7, 47, 

53 y 125 C.P. 
Trabajo como valor fundante. 

Igualdad material. Concurso de 

méritos como regla general. 

Base constitucional de la 

ELR. Coexistencia entre 

mérito y protección 

especial. 

III — Desarrollo 

legal post-91 
Ley 27/1992 — Ley 

443/1998 — Ley 

790/2002 art. 12 (reten 

social) — Dto. 

1572/1998 

Nombramiento provisional como 

mecanismo subsidiario. Reten 

social: madres, discapacitados, 

recensionados. 

Primera protección 

expresa para vulnerables. 

Efecto temporal limitado 

al PRAP. 

IV — Estatuto 

moderno de función 

publica 

Ley 909/2004 — Dto. 

1227/2005 — Ley 

1960/2019 

Provisional: vacante temporal. 

Exige concurso previo. Ley 

1960: concurso mixto 30% 

provisionales. 

Refuerzo del mérito. 

Primera apertura 

legislativa a la protección 

del provisional. 

V — Primer 

reconocimiento 

jurisprudencial ELR 

C-470/1997 (embarazo) 

— C-531/2000 

(discapacidad) 

ELR como principio 

constitucional. Despido sin justa 

causa = discriminación. 

Ineficacia de pleno derecho. 

Extensión al sector 

público en ciernes. Regla 

privada con potencial 

irradiación. 

VI — Consolidación: 

estabilidad 

intermedia 

SU-446/2011 — T-

457/1992 — T-326/2014 
Provisional: acto motivado 

obligatorio. Estabilidad 

intermedia: entre carrera y libre 

nombramiento. 

Deber de motivación 

como garantía sustantiva. 

Protección gradual según 

condición. 

VII — Unificación: 

ELR en empleo 

publico 

SU-049/2017 — T-

198/2006 — T-585/2019 
ELR aplica a cargos de libre 

nombramiento y provisionales 

con discapacidad, salud grave, 

maternidad. Autorización previa 

obligatoria. 

Regla general de 

protección en sector 

público. Presunción de 

discriminación si se 

omite protocolo. 

VIII — Reten social: 

extensión 

jurisprudencial 

C-044/2004 — SU-

389/2005 — C-640/2012 
Reten social se extiende a padres 

cabeza de familia. ELR no 

depende del PRAP. Lista no 

cerrada de sujetos. 

Universalización 

subjetiva de la ELR. 

Garantía autónoma 

respecto de la norma 

original. 

IX — Ponderación 

merito vs ELR 
T-443/2022 — T-

512/2025 — T-003/2018 

— T-063/2022 

Ganador del concurso prevalece. 

Provisional con fuero: 

reubicación, ultimo en 

desvincularse. Tutela residual. 

Reglas vigentes 

definitivas. Modelo de 

protección escalonada 

con prevalencia del 

mérito. 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis sistemático de las fuentes normativas y jurisprudenciales citadas a lo 

largo del capítulo. 



  

  

8.1.3.2 Etapa I (1938-1990): Legalidad de la Provisional y Permanencia de la 

Inestabilidad 

La carrera administrativa fue implementada en Colombia mediante la Ley 165 de 1938, 

un periodo en el que la administración pública estaba dominada por el clientelismo político y los 

nombramientos por relaciones de patronazgo, pues esta norma fue la que comenzó a establecer 

mecanismos de selección por gestión, pero siempre se eludió su implementación sistemática. El 

Informe Currie de 1952 corroboró que, catorce años después de entrar en vigencia la ley, la gran 

mayoría de servidores públicos había ingresado por relaciones políticas y no por concurso 

(Younes Moreno, 2018). Esta connotación histórica cobra sentido en la perspectiva de la ELR, 

que emergió, unas décadas después, como un mecanismo de protección ante un Estado que no 

solo crea servidores en provisionalidad, sino que, además, los mantiene en permanente 

provisionalidad. 

El Decreto 2400 de 1968 y la Ley 61 de 1987 establecieron los parámetros del 

nombramiento provisional: el carácter temporal, la duración máxima de cuatro meses 

prorrogables por el mismo tiempo y la posibilidad de declarar la insubsistencia sin motivación 

del acto. La insubsistencia sin motivación era el aspecto que más preocupaba por el riesgo que 

podían representar para los provisionales, pues los ponían en una situación absoluta de 

desprotección con respecto a la decisión del nominador. En este período no había norma alguna 

que hiciera garantía de estabilidad alguna al provisional, ni mínimamente. El riesgo del servidor 

en provisionalidad era, para utilizar la terminología de la teoría de los derechos de Ferrajoli 

(2011); una situación de ausencia total de garantía; el derecho al trabajo no era garantía por 

ninguna norma secundaria que lo hiciera efectivo. 



  

  

8.1.3.3 Etapa II (1991): La constitucionalización del trabajo y las bases de la ELR 

La entrada en vigor de la Constitución de 1991 afectó drásticamente el marco axiológico 

del trabajo en el contexto del ámbito del trabajo de la administración pública colombiana. Por 

primera vez, el trabajo pasó a ser reconocido y enunciado expresamente como valor fundante del 

Estado (artículo 1), como derecho fundamental con protección inherente (artículo 25), como 

objeto de un estatuto de principios mínimos e irrenunciables (artículo 53) y como condición del 

ejercicio de la ciudadanía (artículo 40, numerales 7). La Constitución también proclamó la 

igualdad material como mandato positivo de acción del Estado (artículo 13) y la protección 

especial de las personas con discapacidad (artículo 47) y la protección a la seguridad social como 

derecho irrenunciable (artículo 48). 

Sin embargo, el impuesto sí contaba con una base real. A diferencia de la retención en la 

fuente sobre ingresos que opera como un anticipo, en este caso la persona obligada debía 

consignar efectivamente el monto del tributo en la cuenta del Estado. Esto implica que, aunque 

el debitante de las pensiones no estuviera obligado a efectuar el descuento automático, sí debía 

cumplir con el pago de los arbitrios hasta la fecha de presentación de su declaración y conforme 

al monto total de las pensiones recibidas. 

Por otra parte, el valor de las pensiones no funciona como un pasivo contable, sino que 

ha evolucionado históricamente hacia un sistema de compensaciones o minusvalías. En 

consecuencia, el deudor no puede renunciar al gravamen, pues este se extingue únicamente por 

el paso del tiempo, la prescripción o los mecanismos legales propios de la alícuota. 



  

  

La alícuota se consolida como un hecho generador derivado del total de las pensiones 

percibidas, lo que permite concluir que los arbitrios actúan como un límite impuesto por la ley 

estatal. De allí se explica la determinación y cuantía final de las pensiones sometidas al tributo. 

La existencia de las pensiones no estaba sujeta al flujo o sumario de la alícuota y sus 

condiciones; de ahí que se imponga la ley del estado, que por tanto fuerza a entrar en el 

presupuesto del municipio o la comunidad para establecer el impuesto de los arbitrios. Fue 

precisamente esa forma de justificarse lo que terminó por integrar el fenómeno del sistema 

político como representantes de la ley, de la comunidad de dicha comunidad. La relación que han 

batido estas dos situaciones es la relación del sistema de los límites entre la tributación y las 

pensiones, puesto que sólo así también se encontrarán en un acuerdo. 

 

8.1.3.4 Etapa III (1992-2002): Las Primeras Disposiciones Normativas y el Retén Social 

La Ley 27 de 1992 y en segundo lugar la Ley 443 de 1998 desarrollaron el sistema de 

carrera administrativa en los términos previstos por la Constitución, consolidando el principio de 

mérito mas no estableciendo garantías especiales para los interinos en condición de 

vulnerabilidad. La primera norma que incorporo una salvaguarda expresa para los servidores 

vulnerables fue la Ley 790 de 2002, que en su artículo 12 introdujo el retén social que es un 

mecanismo de salvaguarda especial que solo aplica en el Programa de Renovación de la 

Administración Pública (PRAP) que a su vez impedía el retiro de mujeres cabezas de familia, 

personas con limitación física o mental y servidores recensionados en medio de los procesos de 

reestructuración estatal. 

El retén social de la Ley 790 de 2002 tiene un significado histórico que va más allá de su 

contexto original. A pesar de que se concibió como una medida pasajera y limitada al PRAP, 



  

  

significó el primer reconocimiento legal expreso del hecho de que ciertas categorías de servidores 

públicos merecen recibir una protección diferida frente a la desvinculación por razón de su 

condición personal y no de su régimen de vinculación. Esta medida- en la que se protege al sujeto 

y no al cargo- es la que la Corte Constitucional adoptaría y generalizaría en los años siguientes 

para la construcción de la ELR como garantía universal del empleo público (Jiménez & Hurtado, 

2022). 

8.1.3.5 Etapa IV (2004-2019): El Estatuto Moderno de Función Pública y el Concurso 

Mixto 

La Ley 909 de 2004, en la que basa su hilo conductor el estatuto de función pública 

actualmente vigente, representa el mayor esfuerzo por parte del legislador colombiano para la 

construcción de un sistema de carrera eficientes y transparente. Su artículo 25 destinó el 

nombramiento provisional de forma exclusiva a las vacantes temporales y exigió, como 

condición de procedencia para la aplicación de la anterior norma, la existencia de un proceso de 

selección ya iniciado o que se iniciara posteriormente al nombramiento provisional. La 

regulación de la ley 909 de 2004 fue fijada y precisada por el Decreto 1227 de 2005. En el marco 

de este Decreto, quedó fijado en hasta seis meses el plazo máximo de duración del nombramiento 

provisional, con posibilidad de prórrogas excepcionales autorizadas, nuevamente, por la 

Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC). 

La Ley 1960 de 2019, como reforma más reciente de la Ley 909 de 2004, ha introducido 

el concurso de méritos mixto: forma que reserva el 30% de las vacantes para los servidores que 

ocupan el cargo en provisionalidad, reconociendo el valor que tiene la experiencia y el 

conocimiento que puede tener el servidor en el desempeño de las funciones. Esta disposición 

busca conciliar el principio del mérito con la protección de hecho que había logrado el 



  

  

provisional, aun sin darse respuesta al interrogante constitucional de fondo sobre si la reserva a 

favor del provisional es entendible a partir del mandato legal que en el artículo 125 de la Carta 

no acepta excepciones al mecanismo del concurso abierto como vía de entrada a los empleos de 

carrera (Younes, 2018). Por otra parte, la Ley 1960 de 2019 reconoció que los provisionales 

tienen derecho a ser capacitados por la entidad para que lleguen a ser meritorios en los concursos 

de méritos, constituyendo la relación Estado-servidor provisional de una relación de pura 

discrecionalidad a una relación de cooperación institucional. 

8.1.3.4 Etapa V (1997-2000): Primer Reconocimiento Jurisprudencial de la ELR. 

La formalización del reconocimiento de la ELR en la jurisprudencia constitucional 

colombiana comienza por la Sentencia C-470 de 1997.En esta ocasión, la Corte reviso la 

constitucionalidad de la norma del Código Sustantivo del Trabajo que normaba el despido de la 

trabajadora en estado de embarazo y en el examen de esta norma por primera vez y de manera 

sistemática, estableció que la estabilidad del empleo es un principio constitucional de rango 

fundamental, el cual funciona como protección reforzada del despido discriminatorio. Afirmo la 

Corte que el artículo 53 de la Carta no se limita a exigir justa causa para el despido, sino que 

impone al empleador la carga de la prueba de que la extinción del vínculo no tiene una relación 

causal con la condición de vulnerabilidad del trabajador. Esta regla la presunción de la 

discriminación y la carga de la prueba invertida para la ELR fue la concentración de esta, que se 

mantendría en todos sus desarrollos posteriores (Corte Constitucional, 1997). 

La Sentencia C-531 de 2000 fue el segundo hito fundamental. En dicho fallo, se analiza 

el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 que prohíbe el despido de una persona con discapacidad sin 

autorización del Ministerio de Trabajo. La Corte antes citada condicionó la exequiblidad de la 



  

  

norma ya que su falta de cumplimiento genera, no sólo una obligación a indemnizar, sino que 

descalifica por completo el despido. 

La ineficacia en su sentido estricto, y no una simple nulidad o la obligación de indemnizar, 

es la que tiene una significancia jurídica mayor en el ordenamiento: se quiere destacar que el acto 

de despido no produce efectos jurídicos de ningún tipo, sino que el trabajador nunca dejó de estar 

vinculado. La relevancia de esta decisión para el empleo público se encuentra en que la Corte 

fundamentó esta norma no en el contrato de trabajo como tal, sino en el mandato constitucional 

de igualdad material y protección especial a las personas con discapacidad, normas derivadas de 

la Constitución aplicables con la misma fuerza al sector público (Corte Constitucional, 2000).1.4 

La ELR en el Ámbito Público: Jurisprudencia del Recorrido que la Consagra (2004-2025) 

 

8.4.1 La estabilidad intermedia del provisional (SU-446 de 2011) 

El primer pronunciamiento de unificación de la Corte Constitucional específicamente 

dirigido a los servidores en provisionalidad es la Sentencia SU-446 de 2011; en ella la Corte 

resolvió de manera definitiva la cuestión de si el provisional puede ser desvinculado sin acto 

administrativo motivado o si, por el contrario, tiene derecho a conocer las causas de su 

desvinculación. La Corte sentó el siguiente precedente: los servidores en provisionalidad que se 

encuentren en cargos de carrera pública tienen una estabilidad laboral intermedia o relativa que 

les protege de la discrecionalidad absoluta del nominador, pero no les concede la inamovilidad 

propia de los empleados de carrera pública. 

Esta estabilidad intermedia se refleja en el derecho a ser desvinculado sólo mediante acto 

administrativo que tenga la debida motivación, que consigne las causas objetivas del retiro, y que 



  

  

sea objeto de control jurisdiccional ante la justicia contencioso-administrativa (Corte 

Constitucional, 2011). La importancia dogmática de la SU-446 de 2011 para la ELR es doble. En 

primer lugar, afirma que la condición de provisional no equivale a ausencia total de garantías: el 

servidor tiene derecho a conocer la causa del retiro y a impugnarla; en segundo lugar, establece 

el escalón intermedio en el esquema de tutela del empleo público, que da lugar, en la siguiente 

parada jurisprudencial, a hacer coincidir la ELR sobre ese piso básico: si al provisional ordinario 

se le debe motivación, al provisional con la condición de vulnerabilidad se le debe, en 

consecuencia, valoración de alternativas de reubicación y autorización previa de la autoridad 

competente (Villegas Arbelaez, 2016). 

8.1.4.1 El reconocimiento de la ELR en el sector público (SU-049 de 2017) 

La sentencia SU-049 de 2017 marca el hito más significativo del reconocimiento de la 

ELR en el ámbito del público colombiano. La Corte Constitucional, en ella, resolvió de forma 

concluyente la disputa sobre si un trabajador del sector público que se encuentre en condición de 

discapacidad o con una situación grave de salud que esté vinculado a un cargo de libre 

nombramiento y remoción o bien provisionalidad, tiene derecho a contar con las garantías de la 

estabilidad laboral reforzada. 

El tribunal se pronunció en tal sentido "a favor" indicando las siguientes pautas: (i) la 

administrativa se encuentra impedida de desvincular a un servidor con limitaciones de salud 

probadas en virtud de un acto administrativo de desvinculación, sin que sea procedente haber 

tramitado previamente la autorización ante el inspector de trabajo o el juez administrativo; (ii) la 

administración tiene el deber de valorar la idoneidad de la reubicación del servidor en un puesto 

compatible con su condición antes de proceder al retiro; (ii) la falta de cumplimiento de estas 

exigencias vicia el acto administrativo de retiro del servidor público, sobre todo, genera la 



  

  

presunción de mala fe o incluso de discriminación y obliga a proceder al reintegro, Corte 

Constitucional 2017. 

La estabilidad laboral reforzada no es una presunción limitada a la vigencia de un contrato 

de trabajo, sino que constituye una de los derechos fundamentales de naturaleza constitucional 

que ha de ser obligatoriamente cumplida por el Estado en todas sus decisiones como empleador, 

sin que pueda invocarse la naturaleza temporal o discrecional del puesto de trabajo como 

alegación para dejar de acatar el mandato de protección que emana del artículo 13 de la 

Constitución.(Corte Constitucional, SU-049, 2017) 

Cabría señalar que este pronunciamiento tuvo un importante efecto igualador y 

uniformizado de la justicia laboral: eliminó la distinción que había mantenido el Consejo de 

Estado entre el servidor privado y el servidor público con relación a la ELR, y estableció que las 

garantías constitucionales vinculan al Estado con la misma fuerza que a los empleadores 

privados, situación que se mantuvo en la jurisprudencia de la misma Corte y que fue identificada 

por la doctrina especializada sobre la cuestión social, como el final de la etapa de consolidación 

de la ELR en el empleo público y el inicio de su fase de delimitación y ponderación así como 

indica Aguirre Mendoza (2025), y Jiménez & Hurtado (2022); mostrando así como la doctrina 

especializada ya identificaba la SU-049 de 2017 como el final de la etapa de consolidación de la 

ELR en el empleo público y el inicio de su fase de delimitación y ponderación. 

8.1.4.2 La extensión jurisprudencial del retén social (C-044 de 2004 y C-640 de 2012) 

Simultáneamente al desarrollo de la ELR por vía de tutela y unificación, la Corte 

Constitucional fue extendiendo el alcance subjetivo del retén social de la Ley 790 de 2002 a 

través del control abstracto de constitucionalidad. La Sentencia C-044 de 2004 declaró la 



  

  

exequiblidad condicionada del artículo 12 de la Ley 790, en el entendido de que la protección de 

los padres cabeza de familia ha de ser extendida a los padres que ocupan la misma situación, en 

procura de velar por la prevalencia de los derechos de los niños y del grupo familiar al que 

pertenecen. Esta decisión fue importante no solo por ampliar la categoría subjetiva, sino por 

advertir que la protección especial en el empleo público tiene sustento constitucional propio, y 

por ello, es independiente de la norma legal que la consagra (Corte Constitucional, 2004). 

La Sentencia C-640 de 2012 fue el desarrollo más sistemático del retén social. Durante el 

análisis de constitucionalidad de un proyecto de ley que materializaba dicha institucionalización, 

la Corte revisó a profundidad los fundamentos constitucionales de la protección diferenciada, 

ratificó que la lista de beneficiarios no es taxativa por tal razón puede ser activada por cualquier 

condición de debilidad manifiesta y aclaró que la protección no garantiza el derecho indefinido 

de permanencia, sino un derecho de trato preferente, es decir, que incluye el derecho de ser 

considerado como el último en ser desvinculado, en caso de que existan vacantes disponibles 

para la reubicación (Corte Constitucional, 2012).  

Esta aclaración sentaría la base para construir la regla de ponderación de las Sentencias 

T-443 de 2022 y T-512 de 2025. 

8.1.4.3 La regla de la ponderación definitiva (T-443 de 2022 y T-512 de 2025) 

Las T-443 de 2022 y T-512 de 2025 hacen parte de las Sentencias que han consideramos 

como la fase más precisa de ELR en el sector público. La T-443 de 2022, en efecto, es la instancia 

de la Corte que da respuesta a la tensión que existe entre el derecho del ganador del concurso de 

méritos y la ELR del prepensionado provisional, estableciendo que el ganador del concurso de 

méritos debe ser nombrado en la plaza; el servidor con fuero de protección tiene derecho a ser 



  

  

reubicado en una vacante de igual naturaleza como último en ser desvinculado; si no existe, la 

entidad debe garantizar la afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud mientras dure la 

condición protegida (Corte Constitucional, 2022). 

La T-512 de 2025 ratifico y complemento estas subreglas, estableciendo que la obligación 

de reubicación recae en la entidad nominadora y que la búsqueda de vacantes debe llevarse a 

cabo activamente por el grupo de los cargos de igual categoría existentes en la entidad o, en caso 

de no existir, por otros de la misma jerarquía. La Corte, además, reafirmo que la ELR no convierte 

al provisional en ascenso de categoría ni le confiere los derechos derivados del contenido del 

concurso, así como que la condición de vulnerabilidad debe ser actual, objetiva y estar 

directamente vinculada al riesgo de afectación de derechos fundamentales como consecuencia 

de la desvinculación (Corte Constitucional, 2025). De esta forma, con estos pronunciamientos se 

cierra la vía de habilitar el reconocimiento y se otorga prioridad a la etapa de ejecución 

sistemática de un modelo jurisprudencial más que desarrollado. 

 

8.1.5 El marco legal de la ELR: mapa normativo integrado 

8.1.5.1 Normas de primera generación: la discapacidad como eje central  

La ley 361 de 1997, denominada ley de discapacidad es la norma legal más significativa 

de primera generación en materia de ELR. Su artículo 26 establece que no podrá ninguna empresa 

despedir o dar por terminado el contrato de trabajo a una persona por razón de su limitación, 

salvo que haya un consentimiento expreso de la oficina de trabajo, sin que la falta de este 

consentimiento pudiese dar lugar a despedidos o terminaciones del contrato sin necesidad. La 

vulneración de este principio, por tanto, produce la ineficacia del despido y la obligación del 

pago de una indemnización de 180 días de salario, además del reintegro.  



  

  

Como ha sido expuesto en el apartado anterior, la Sentencia C-531 de 2000 amplifica el 

efecto de ineficacia al sector público, sustentándose en que la prohibición de la discriminación 

es un principio constitucional que vincula al Estado como uno de los subalternos (Corte 

Constitucional, 2000). La comprensión de la Ley 361 de 1997 ha suscitado un interesante e 

importante debate doctrinal en lo que se refiere a la discapacidad que da lugar a la protección.  

La Corte Constitucional, en la Sentencia SU-049 de 2017, sentó que no existe la necesidad 

de una calificación formal de la pérdida de la capacidad laboral ni de la verificación de un 

porcentaje predefinido como discapacidad; es suficiente con que el trabajador esté en una 

condición de debilidad manifiesta por razón de salud, lo que será observado u observado por el 

empleador y que tiene efectos sobre la decisión de decadencia de la vinculación. Esta 

interpretación extensiva ha sido criticada por parte de la doctrina por generar inseguridad jurídica 

para la empresa (Villegas, 2016), pero ha sido sostenida por la Corte Constitucional a partir del 

principio por persona y la necesidad de garantizar la eficacia real de la protección. 

8.1.5.2 Normativa sobre segunda generación: la protección de grupos concretos 

La Ley 790 de 2002, en su artículo 12, y la Ley 1751 de 2015, en su totalidad, son las 

normas de segunda generación en materia de ELR. La primera se ha analizado en los apartados 

anteriores. La segunda - Ley Estatutaria de Salud - reconoce la protección especial para las 

personas cuya condición de salud les sitúa en situación de debilidad manifiesta y ordena al 

empleador garantizar la reubicación o la adaptación del puesto de trabajo antes de proceder a la 

desvinculación. La confirmación del uso de este modelo en el empleo público fue efectuada por 

el Consejo de Estado en sentencias de la Sección Segunda años 2018 y 2020 considerando que 

la valoración médica previa y el agotamiento de las alternativas de inclusión son requisitos de 

validez del acto administrativo del retiro. 



  

  

La Ley 1618 de 2013, por la cual se dictan las disposiciones tendientes a garantizar el 

pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, impone a las entidades públicas 

la obligación de implementar los ajustes necesarios en los puestos de trabajo y en los procesos 

de gestión del talento humano como condición previa a cualquier decisión que tenga 

repercusiones en la vinculación del servidor que presenta discapacidad. Éste, en consonancia con 

la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU de la que forma 

parte Colombia con la Ley 1346 de 2009, eleva las obligaciones del Estado-empleador al nivel 

del derecho internacional de los derechos humanos, que vetan la desvinculación si no hay la 

valoración antes de alternativas razonables alternativas de inclusión (Aguirre Mendoza, 2025). 

8.1.5.3 Normas de tercera generación: el concurso mixto y la transición 

La ley 1960 de 2019 es la norma más reciente en la cronología de la ELR en el marco del 

empleo público. La esencia de su innovación central el concurso de méritos mixto en el que se 

reservan el 30% de las vacantes para los provisionales consiste en encontrar una salida estructural 

a la tensión que se da entre la protección de los provisionales y el principio de mérito, en el 

sentido de transformar la ELR de garantía reactiva ante la desvinculación a política proactiva de 

transición a la estabilidad de carrera. Sin embargo, como señala Quevedo (2009), la norma opera 

con la hipótesis de que los concursos serán convocados de la forma que hay que hacer, hipótesis 

que el historial del sistema de carrera colombiano no garantiza. En este sentido, la Ley 1960 de 

2019 es una norma correcta en su diagnóstico, pero insuficiente en su mecanismo de aplicación, 

dado que no establece plazos perentorios para la CNSC ni el establecimiento de consecuencias 

institucionales para las entidades que retrasen la convocatoria. 

 

  



  

  

CAPÍTULO II 

8.2 REGLAS JURISPRUDENCIALES SOBRE LA ESTABILIDAD LABORAL 

REFORZADA EN SERVIDORES PÚBLICOS EN PROVISIONALIDAD 

 

El presente capítulo tiene como finalidad reproducir, con una trazabilidad jurisprudencial 

y una normativa exhaustiva, la línea de reconocimiento de la estabilidad laboral reforzada (en 

adelante, ELR) en los servidores públicos vinculados en provisionalidad en Colombia, precisando 

en cada uno de los hitos la regla fijada, su fundamento constitucional y su efecto sobre el régimen 

jurídico del provisional. Con el fin de alcanzar tal objetivo, el capítulo tiene una estructura que 

inicia desde la jurisprudencia que ha dado lugar a la figura jurídica hasta las reglas tradicionales 

que lo regulan, sin olvidar el análisis de la naturaleza jurídica y de las patologías de la 

provisionalidad como institución, la explicación de los requisitos de aplicación de la ELR 

definitoria de este servidor y el examen critico de las sentencias más recientes (T-443 de 2022 y 

T-512 de 2025) que dieron lugar a la adopción del modelo de ponderación actual. 

La tesis que fundamenta el capítulo es que la ELR aplicable a los provisionales no es el 

resultado de una decisión deliberativa del legislador, sino que es el resultado de una construcción 

jurisprudencial progresiva que ha colmado los vacíos que nunca ha cubierto el legislador 

colombiano durante más de tres décadas de provisionalidad estructural en el empleo público. 

 

8.2.1 Evolución Jurisprudencial de la Estabilidad Laboral Reforzada: Ruta de 

Reconocimiento 

8.2.1.1 El método de la ruta: de lo general a lo específico del provisional 

La jurisprudencia constitucional colombiana en relación con la ELR no se construyó 

inicialmente con el servidor provisional en mente. Su origen se encuentra en el ámbito del derecho 



  

  

laboral privado, concretamente en la protección de las trabajadoras embarazadas y de las personas 

con discapacidad, fue gradual y se trasplantó al empleo público de una manera progresiva mediante 

sucesivas ampliaciones subjetivas. Este trayecto, de lo privado a lo público, de la discapacidad 

formal a la debilidad manifiesta por salud, del libre nombramiento al provisional, es lo que se 

conoce en este trabajo como la ruta de reconocimiento de la ELR en la provisionalidad. Conocer 

esa ruta no es un mero ejercicio historiográfico, es el presupuesto metodológico ineludible para 

entender por qué las reglas vigentes tienen el alcance que tienen y no otro mayor o menor y es la 

base de la rigurosa evaluación de si el sistema resultante es constitucionalmente coherente o si 

presenta fisuras que el legislador debe afrontar; la tabla que se incorpora a continuación presenta 

de modo sistematizado los catorce hitos principales de la ruta, identificando en cada uno de ellos 

la sentencia o norma de interés, la regla central fijada y su efecto concreto sobre la situación 

jurídica de los servidores en provisionalidad. Cada uno de estos hitos es objeto del desarrollo en 

sus respectivos subapartados. 

Tabla 2.  Ruta jurisprudencial de reconocimiento de la ELR en servidores públicos en provisionalidad 

(1997-2025) 

ANO SENTENCIA / 

NORMA 
REGLA CENTRAL FIJADA EFECTO EN LA 

PROVISIONALIDAD 

1997 C-470/1997 Estabilidad en el empleo como 

principio constitucional fundamental. 

Despido sin causa durante el embarazo 

= discriminación por sexo (arts. 13 y 43 

C.P.). 

Base dogmática para 

extensión al sector público. 

Presunción de 

discriminación como 

núcleo de la ELR. 

2000 C-531/2000 Despido del trabajador con 

discapacidad sin autorización del Min. 

Trabajo = ineficaz de pleno derecho. 

No basta indemnización. 

Primera consagración de la 

ineficacia como 

consecuencia reforzada. 

Aplicable por extensión 

constitucional al sector 

público. 

2004 C-044/2004 Protección del retén social (Ley 

790/2002) se extiende a padres cabeza 

de familia por mandato de prevalencia 

de derechos del niño (art. 44 C.P.). 

Ampliación subjetiva del 

retén social. Protección 

independiente del PRAP. 



  

  

2006 T-198/2006 Enfermedad grave o incapacitante 

activa la ELR sin importar la modalidad 

del vínculo (termino fijo, periodo de 

prueba). 

La duración formal del 

vínculo es irrelevante. La 

vulnerabilidad objetiva 

determina la protección. 

2011 SU-446/2011 El provisional en carrera solo puede ser 

desvinculado mediante acto 

administrativo motivado con razones 

objetivas y verificables. 

Consagración de la 

estabilidad intermedia. 

Motivación como garantía 

sustantiva derivada del art. 

29 C.P. 

2012 C-640/2012 Lista de beneficiarios del retén social no 

es numerus clausus. Cualquier 

condición de debilidad manifiesta 

activa la protección. ELR no otorga 

inamovilidad absoluta. 

Universalización subjetiva 

de la ELR. Criterio de 

debilidad manifiesta como 

clausula abierta. 

2014 T-326/2014 Provisional con condición de 

vulnerabilidad: existe interdependencia 

intrínseca entre empleo y derechos 

fundamentales (mínimo vital, igualdad 

de oportunidades). 

Fundamento dogmático de 

la ELR en provisionales. 

Ponderación entre ELR y 

principios de carrera. 

2017 SU-049/2017 ELR aplica a cargos de libre 

nombramiento y provisionales con 

discapacidad o salud grave. 

Autorización previa obligatoria. 

Valoración de reubicación. 

 

Universalización al sector 

público. Protocolo de 

desvinculación reforzada 

como obligación 

administrativa. 

2018 T-003/2018 Condición de cabeza de familia 

requiere prueba de ausencia de 

alternativa económica. La entidad 

puede desvincular cuando hay orden 

judicial que declara nulo el 

nombramiento. 

 

Precisión de los 

presupuestos probatorios. 

Límites a la protección 

frente al restablecimiento 

del orden jurídico. 

2019 T-585/2019 Mujeres en embarazo o lactancia en 

contratos de prestación de servicios con 

realidad laboral: titulares de ELR. 

Extensión a vinculaciones 

encubiertas. Primacía de la 

realidad sobre la forma en 

el sector público. 

2022 T-063/2022 Tutela para reintegro es residual. Regla 

general: acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante 

jurisdicción contenciosa. 

 

Definición del mecanismo 

ordinario de protección. 

Tutela solo para perjuicio 

irremediable acreditado. 

2022 T-443/2022 Ganador del concurso prevalece sobre 

el provisional con ELR. Obligación de 

reubicación en vacante de igual 

categoría. Ultimo en desvincularse. 

 

Ponderación definitiva 

merito vs ELR. Modelo de 

protección escalonada. 



  

  

2025 T-512/2025 Confirma T-443/2022. Precisa: 

reubicación activa en entidad o en otras 

del mismo nivel. Si no hay vacante: 

continuidad de afiliación al sistema de 

salud. 

Reglas vigentes 

consolidadas. Obligación 

de búsqueda activa de 

vacante antes del retiro. 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis sistemático de las sentencias de la Corte Constitucional citadas en 

el capítulo. 

 

8.2.1.2 Primera fase: la ELR como principio del derecho laboral constitucional privado 

(1997-2006) 

El origen formal de la ELR en la jurisprudencia constitucional colombiana es la sentencia 

de la Corte C-470 de 1997. En esta providencia, la Corte examino la constitucionalidad de la norma 

que regula el despido de la trabajadora gestante, reconociendo, por primera vez de forma 

sistemática que la seguridad y la estabilidad en el empleo son un principio constitucional de 

naturaleza fundamental, que deriva directamente de los artículos 25 y 53 de nuestra Carta. La regla 

esencial de esta decisión ha sido que el despido de una trabajadora gestante, como resultado de 

una falta justificada, sin haber seguido el procedimiento pertinente, configura una discriminación 

por razón de sexo, que vulnera los artículos 13 y 43 de la Constitución Política de Colombia a 

partir del 91. 

La Corte estableció también como consecuencia jurídica concreta la ineficacia del 

despido, y no la nulidad del despido, así como la presunción de iuris tantum de que el despido se 

produjo por razón de la condición de embarazo, con la inversión de la carga de la prueba sobre el 

empleador (Corte Constitucional, 1997). 

La importancia de la C-470 de 1997 para el empleo público no era tangible de inmediato, 

en razón a que el tribunal se refería al contrato de trabajo privado. Sin embargo, el núcleo 

dogmático de esa decisión —es decir, la presunción de la existencia de discriminación, la ineficacia 



  

  

del acto y la inversión de la carga probatoria— sería el destino de la jurisprudencia, años después, 

para trasladar el contenido al sector público. La Sentencia C-531 de 2000 afianzó este primer 

momento al señalar la inefectividad de pleno derecho de la desvinculación del trabajador con 

discapacidad realizada sin previa autorización del Ministerio de Trabajo, estableciendo que la 

obligación de no discriminar al trabajador vulnerable es una obligación constitucional de carácter 

general que compromete a todos los empleadores, incluso el Estado (Corte Constitucional, 2000). 

La Sentencia T-198 de 2006 amplió el espectro subjetivo de la protección de las personas 

que se encuentran en situación de debilidad manifiesta por razones de salud, pero sin que importara 

si se presumía que había una cualificación formal de discapacidad o pérdida de capacidad laboral. 

Teniendo en cuenta esta situación, el Tribunal determinó que la condición de enfermedad grave o 

incapacitante activa la ELR independientemente de la modalidad del vínculo laboral que 

incluyeron contratos a término fijo e incluso contratos de periodo de prueba. A decir de la Corte 

lo decisivo no es la duración formal del vínculo sino la situación de vulnerabilidad objetiva del 

trabajador y del conocimiento que de ella tiene el empresario en el momento de la desvinculación. 

Este criterio conocimiento del empresario + condición de vulnerabilidad es el que, a los años 

siguientes, sería trasladado al servidor provisional con estado de salud deteriorado (Corte 

Constitucional, 2006). 

8.2.1.3 La segunda etapa: la estabilidad intermedia del provisional y la primera 

extensión al sector público (2011-2014) 

La Sentencia SU-446 de 2011 es el primer pronunciamiento de unificación de la Corte 

Constitucional precisamente dirigido a los servidores en provisionalidad. En esa providencia, el 

tribunal vinculó a todos los jueces estableciendo que los empleados públicos vinculados en 

provisionalidad dentro de un cargo de carrera administrativa no pueden ser desvinculados a 



  

  

discreción: ellos tienen derecho a que la desvinculación se produce mediante un acto 

administrativo que contenga, de modo expreso y suficiente, las razones objetivas que la justifican: 

la Corte llamo a esta protección la estabilidad laboral intermedia o relativa (categoría que la Corte 

situó en el medio de la plena protección a los empleados de carrera y de la mínima protección a 

los de libre nombramiento) y fundamentó su exigencia en las garantías substanciales del debido 

proceso (art. 29 C.P.) y del principio de publicidad (art. 209 C.P.), los cuales dan lugar a que el 

servidor controvierta el acto ante la jurisdicción contencioso-administrativa (Corte Constitucional, 

2011). 

La importancia de la SU-446 de 2011 para la construcción posterior de la ELR en la 

provisionalidad es muy importante. Al establecer la categoría de estabilidad intermedia, la Corte 

fijó un nivel mínimo de protección por encima del cual, en la siguiente interacción jurisprudencial, 

se podría superponer la ELR: el provisional ordinario debe ser motivado y, a su vez, el provisional 

con la condición de la vulnerabilidad, además de lo anterior, debe también valorarse otras 

alternativas de reubicación y hay que contar con la autorización previa de la autoridad competente. 

Este escalonamiento normativo -piso protección adicional por vulnerabilidad- es la lógica que está 

vigente en el modelo (Villegas Arbelaez, 2016). 

El fallo T-326 de 2014 consagró el fundamento dogmático de la ELR en la 

provisionalidad, pues dejó claro que cuando un funcionario se encuentra en provisionalidad con 

un cargo de carrera y es sujeto además de especial protección constitucional existe la relación de 

dependencia intrínseca entre la permanencia en la situación de empleo público y la garantía de los 

derechos fundamentales (especialmente el mínimo vital y la igualdad de oportunidades).Como ya 

se ha indicado, esta interdependencia permite justificar que la eficacia de los derechos del servidor 

vulnerable dependa del reconocimiento de la ELR, por virtud de un acto de ponderación entre 



  

  

todas estas normas en razón de los principios que informan la carrera administrativa (Corte 

Constitucional, 2014). El tribunal precisó, sin embargo, que la protección que se otorga no es 

ilimitada en cuanto a los derechos de permanencia, ya que su alcance está determinado por las 

posibilidades reales de reubicación y por la obligación que tiene la administración de obrar de 

manera razonable y proporcional. 

8.2.1.4 Tercera etapa: la universalización del empleo público (SU-049/2017). 

La Sentencia SU-049 de 2017 es el punto culminante más significativo de la ruta de 

avance hacia el reconocimiento de la ELR en el ámbito del sector público colombiano. En este 

fallo de la Corte Constitucional se resolvió el punto definitivo acerca del derecho de un empleado 

público con discapacidad o en situación grave de salud al amparo de la ELR, si se trataba de un 

empleado de un cargo de libre nombramiento o en provisionalidad. 

La corte respondió de forma positiva a la respectiva petición y definió un conjunto de 

reglas: primero, antes de desvincular a un empleado que tiene limitaciones de salud debidamente 

acreditadas, la administración había de solicitar autorización previa del inspector del trabajo o del 

juez administrativo, entonces debe valorar la existencia de una posible reubicación a un cargo 

acorde la con la condición del trabajador, y el incumplimiento a cualquiera de los pasos 

precedentes en la estricta ejecución del retiro supone un vicio en el respectivo mismo acto de retiro, 

genera la presunción de una posible discriminación y que resulta imperativa la orden del reintegro 

(Corte Constitucional, 2017).  

La estabilidad laboral reforzada no es un derecho exclusivo del contrato de trabajo. Es, 

simplemente, una garantía constitucional de carácter fundamental que debe ser respetada por el 

Estado en todas sus actuaciones como tal, sin que se pueda invocar la temporalidad o 



  

  

discrecionalidad de la naturaleza del cargo como una excusa que permita eludir la obligación de 

protección que el artículo 13 del carácter (Corte Constitucional, SU-049, 2017, p. 283). s.n.) 

La SU-049 de 2017 tuvo un efecto uniformador de primer orden; había eliminado la 

distinción que el Consejo de Estado había mantenido entre el servidor privado y el servidor público 

en el tema del ELR y que las garantías constitucionales ligan al Estado con la misma intensidad 

que a los empleadores privados. La doctrina ha identificado este fallo como el final de la fase de 

consolidación y el inicio de la fase de delimitación y ponderación, que culminaría en las sentencias 

T-443 de 2022 y T-512 de 2025 (Aguirre Mendoza, 2025; Jiménez Torres y Hurtado López, 2022). 

Con lo anterior se inicia la 4ª etapa: la ponderación definitiva entre mérito y ELR (T-443/2022 y 

T-512/2025). 

Las sentencias T-443 de 2022 y T-512 de 2025 constituyen la culminación del itinerario 

de reconocimiento. En la sentencia T-443 de 2022, con ponencia de la magistrada Diana Fajardo 

Rivera, la Corte resolvió la antinomia entre lo que puede hacer el aspirante ganador del concurso 

de méritos y la ELR del provisional recensionado, mediante una regla de ponderación que no se 

había trazado con esa precisión hasta el momento: se debe nombrar al ganador del concurso en la 

plaza; el provisional con fuero de protección debe ser reubicado como el último que se desvincule; 

y si no hay vacantes, la entidad garantiza la afiliación al sistema de seguridad mientras exista la 

condición a proteger (Corte Constitucional, 2022). 

La sentencia T-512 de 2025 confirmó y precisó esas subreglas. Recorrió sin lugar a dudas 

la noción de que la obligación de la reubicación recae exclusivamente en la nominadora y que debe 

ser realizada activamente —la administración no puede limitarse a hacer constar que no hay 

vacantes en la misma entidad sin hacer el ejercicio de explorar otras del mismo nivel territorial—

.De otro lado, el alto tribunal ha vuelto a ser claro en cuanto a que la ELR no convierte a la 



  

  

provisionalidad en el empleo de carrera, a que la condición (de vulnerabilidad) ha de ser actual y 

objetivamente probada y que la tutela es residual frente a la acción ordinaria contencioso-

administrativa (Corte Constitucional, 2025). Gracias a estos dos pronunciamientos se cierra la 

posibilidad de reclamación y se fija un modelo jurídico suficientemente delimitado que guía la 

práctica institucional. 

 

8.2.2 La Provisionalidad en el Empleo Público: Naturaleza, Régimen Jurídico y Patologías 

Estructurales 

8.2.2.1 Naturaleza y régimen jurídicos 

La provisionalidad del empleo público colombiano tiene una naturaleza jurídica 

instrumental y subsidiaria, y su función constitucional es la de garantizar la continuidad del 

servicio público en el intervalo que hay entre la generación de una vacante y su provisión definitiva 

a través de un concurso de méritos. El artículo 25 Ley 909 de 2004 atribuye la realización de 

nombramientos provisionales tan sólo para determinados empleos vacantes de manera temporal y 

durante el tiempo que dure la situación administrativa del titular que origina la vacante (Presidencia 

de la República, 2004).  

La provisionalidad tiene, por tanto, carácter de transitoriedad, es medio, no fin del 

ejercicio del empleo público. El artículo 4.o del Decreto 1572 de 1998, reglamentario de la Ley 

443 de 1998, definió el nombramiento provisional como aquel que se realiza para proveer 

transitoriamente un empleo de carrera cuando no hay en la lista de elegibles personas que se 

encuentran en condiciones de ser nombradas, mientras se sigue el respectivo proceso de selección. 

Esta definición es, jurídicamente hablando, muy precisa: la provisionalidad presupone la existencia 



  

  

de un concurso convocado o en tramitación, pues de lo contrario, la figura carece de base legal y 

su uso supone una desviación del poder. 

Concordante con esta lógica, el Decreto 1227 de 2005 estableció en seis meses el plazo 

máximo del nombramiento provisional, pudiendo prorrogarse excepcionalmente por la Comisión 

Nacional del Servicio Civil (Presidencia de la República, 2005). 

El Acto Legislativo 1960 de 2019, que como se documentó en el Capítulo I, introdujo 

importantes modificaciones para el régimen de la provisionalidad: el concurso de méritos mixto 

con reserva del 30% de vacantes para provisionales y el derecho de todos estos a recibir 

capacitación del Estado para los exámenes de selección, que se orientan a compatibilizar la 

protección de los provisionales con el principio de mérito, transformando la provisionalidad de 

una simple situación de precariedad a una etapa hacia la estabilidad de carrera (Congreso de la 

República, 2019). 

8.2.2.2 La normativa incompleta del provisional: la zona gris 

Desde el punto de vista del régimen jurídico pertinente, los servidores en provisionalidad 

tienen un estatuto incompleto que Younes Moreno (2018) designa como zona gris del derecho 

administrativo laboral: no son empleados de carrera (no han aprobado el concurso de méritos) pero 

tampoco son funcionarios de libre nombramiento y remoción (sus puestos de trabajo y 

nombramientos se encuentran clasificados en carrera).  

Esta indeterminación estatutaria es la causa por la que se produce la mayor inseguridad 

jurídica en la materia, en la medida en que los regímenes extremos no resultan aplicables en su 

totalidad y la ley no le ha dado forma al estatuto específico del servidor provisional. La Corte 

Constitucional resolvió tal ambigüedad a partir de la construcción jurisprudencial de la estabilidad 



  

  

intermedia en la SU-446 de 2011 en tanto que el Consejo de Estado, que durante un largo periodo 

había resuelto la cuestión en favor de la discrecionalidad del nominador autorizando el acto de 

retiro inmediato del provisional una vez convocado el elegible ganador empezaba poco a poco a 

irse acercando a la línea constitucional con providencias de su Sección Segunda en los años 2018 

y 2020. Sin embargo, como apuntan Jiménez & Hurtado (2022) la plena aproximación entre las 

líneas jurisprudenciales no ha logrado todavía ser alcanzada, así como la C. Contenciosa en casos 

de variación de provisionales ofrece una protección menor a la que ejercerá el juez constitucional 

ante los mismos hechos. 

8.2.2.3 La paradoja de la provisionalidad permanente: la patología sistemática. 

La patología más intensa de la provisionalidad es la que Quevedo (2009) llama la paradoja 

de la provisionalidad permanente: una figura que ha sido creada para situaciones transitorias y se 

ha convertido en la principal vía de vinculación, si no única, en muchas entidades del Estado, por 

el incumplimiento sistemático de la obligación constitucional de convocar los concursos de 

méritos. De acuerdo con los datos del Departamento Administrativo de la Función Pública (2019), 

el plan anual de vacantes en el año en curso suma 117.841 cargos de carrera sin proveer en 

propiedad a lo largo de todo el territorio nacional. Esta no es una cifra anómala coyuntural, pues 

corresponde a un déficit acumulado durante décadas que pone en evidencia la extensión del 

incumplimiento de lo dispuesto por el mandato constitucional que viene establecido en el artículo 

125 de la Carta. 

En la Sentencia C-640 de 2012, la Corte Constitucional fue terminante en afirmar que el 

derrotero seguido por el Estado no puede imputarse al servidor: quien viene en provisionalidad y 

se encuentra a cargo durante varias semanas o incluso años en su condición ocupacional no está 

actuando irregularmente; debe ser la administración la que está incumpliendo su deber 



  

  

constitucional. Esta imputación de responsabilidad institucional tiene inmediatamente 

consecuencias jurídicas: el Estado no puede invocar su ineficiencia como justo motivo para el cese 

abrupto de servidores cuya condición de provisionalidad ha sido generada por él mismo, y esta 

lógica ha sido uno de los pesos del derecho en la determinación de garantías adicionales para el 

provisional además de estar en una situación vulnerable (Corte Constitucional, 2012). 

La paradoja del provisional permanente genera, de una parte, lo que llamaría desde el 

análisis económico del derecho un esquema de incentivos perversos: mientras que el nominador 

percibe los beneficios políticos y de gestión discrecional del personal que brinda la 

provisionalidad, los costos derivados de convocar un concurso costo temporal, en recursos, 

potencial de litigiosidad son inmediatos y visibles. La jurisprudencia garantista, paradójicamente, 

ha tendido a reducir el costo del incumplimiento para la administración fijando garantías para los 

provisionales que soportan con más tolerancia la irregularidad, y no en poner en juego 

consecuencias institucionales que alteren los incentivos de los nominadores. Esta hipótesis, la cual 

probablemente excede la esfera estrictamente jurídica, nutre su fundamento en el dato estructural 

de la falta de cargos en propiedad que este mismo Estado ha formalizado. 

 

8.2.3 Aplicación de la estabilidad laboral Reforzada en los servidores en provisionalidad: 

presupuestos, protocolo y carga de la prueba 

8.2.3.1 El problema de la triple ponderación 

La articulación entre la E.L.R. y el régimen de la provisionalidad causa uno de los 

problemas jurídicos más complicados del derecho administrativo laboral colombiano 

contemporáneo, a saber, la necesidad de conciliar, dentro del mismo supuesto de hecho, tres 

mandatos constitucionales de la misma jerarquía, pero con contenidos potencialmente 



  

  

contradictorios. En primer lugar, la especial protección a los trabajadores en condición de 

vulnerabilidad, contemplada en los artículos 13, 25 y 53 de la Carta; en segundo lugar, la regla de 

acceso a la función pública a través del concurso de méritos, consagrada en el artículo 125; y en 

tercer lugar, el derecho de los ciudadanos a acceder en condiciones de igualdad a los cargos 

públicos, conforme lo prescribe el artículo 40, numeral 7.La totalidad de los mandatos no puede 

ser sacrificada a favor de los demás mandatos; todo mandato exige un mínimo de realización, lo 

que lleva al operador en derecho a utilizar el principio de ponderación en sentido estricto (Alexy, 

2007). 

La Corte Constitucional, en sentencia T-326 de 2014, fijó el criterio de ponderación a 

utilizar: cuando la permanencia en la ocupación pública constituye la condición de posibilidad para 

la realización de los derechos fundamentales de la persona servidor público vulnerable (mínimo 

vital, salud, subsistencia digna), la protección de esos derechos habilita una modulación en el 

principio de mérito que, más que eliminarlo, le impone la condición de observar un protocolo 

previo de actuación administrativa. Esta modulación, explicada en SU-049 de 2017 confirmada en 

T-443 de 2022, es la que configura el modelo de protección escalonada actual. 

8.2.3.2 Presupuestos subjetivos de la activación de la ELR en la provisionalidad 

La jurisprudencia cada vez ha determinado con mayor precisión las categorías de los 

sujetos que pueden acceder a la ELR en la provisionalidad. La Sentencia C-640 de 2012, analizada 

en el marco de la constitucionalidad del proyecto de ley sobre el retén social, incluyo como 

beneficiarios a las madres y padres cabeza de familia que no tienen alternativa económica a las 

tareas familiares, a los servidores a los que les faltan tres años o menos para pensionarse y a las 

personas en situación de discapacidad (Corte Constitucional, 2012). En esta misma vía, la T-198 

de 2006 indico como beneficiarios a los servidores con enfermedad grave o incapacitante, y 



  

  

finalmente la T-585 de 2019 incluyo la protección para la mujer en embarazo o en lactancia. La 

Corte fue categórica en la C-640 de 2012 al expresar que el enumerar no produce un numerus 

clausus: la cláusula general de protección del art. 13 de la Carta permite activar la ELR frente a 

cualquier condicionante que haga que el servidor se vea en una situación objetiva de manifiesta 

debilidad, siempre que la desvinculación pueda afectar de manera real e inminente los derechos 

fundamentales como la salud, el mínimo vital o la subsistencia digna. Esta subjetividad que se 

otorga al sistema inyecta a este una plasticidad constitucional importante para afrontar situaciones 

no previstas por el legislador, pero, a su vez, puede implicar el riesgo de que la protección sea 

invocada de manera oportunista con el objetivo de impedir desvinculaciones legitimadas, lo que 

requiere un estándar probatorio suficientemente riguroso (Aguirre Mendoza, 2025). 

8.2.3.3 El protocolo de desvinculación reforzada 

La implementación de la ELR en el servidor bajo provisionalidad supone para la 

administración un conjunto de obligaciones previas a cualquier acto de la desvinculación que ha 

definido Villegas (2016) como el protocolo de desvinculación reforzada. Este protocolo contempla 

cuatro fases sucesivas que tienen que ser documentadas en el expediente administrativo. La 

primera fase es la identificación temprana: antes de iniciar cualquier proceso de provisión 

definitiva de cargos, la entidad debe identificar si en los puestos a concursar existen 

provisionalidades con condición de vulnerable. La segunda fase es la valoración de alternativas: 

la administración debe buscar de forma activa la existencia de vacantes de la misma naturaleza y 

categoría en la propia entidad o en otras del mismo nivel territorial en la que el servidor protegido 

pueda ser reubicado. 

La tercera fase es la motivación reforzada. Si no hay alternativas de reubicación o la 

reubicación es materialmente imposible, el acto administrativo de la desvinculación debe contener 



  

  

una motivación que supere la simple invocación del nombramiento del ganador del concurso. Debe 

probar: que el vacante objeto del concurso es el único cargo existente, que la búsqueda de 

alternativas fue real y exhaustiva y que la desvinculación es proporcional al fin que se busca. La 

cuarta fase, para los casos de discapacidad o enfermedad grave, es la autorización previa del 

inspector del trabajo o del juez administrativo competente, exigida desde la SU-049 de 2017 (Corte 

Constitucional, 2017). La omisión de cualquiera de estas fases vicia el acto de desvinculación, 

acarrea la presunción de discriminación y habilita la acción de tutela en caso de perjuicio 

irremediable como la acción ordinaria de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

8.2.3.4. Distribución de la carga probatoria  

Un asunto contenido en la aplicación práctica de la ELR en relación con la provisionalidad 

es la distribución de la carga de la prueba en la forma en que ha sido estructurada por la 

jurisprudencia constitucional a través de dos momentos. El primer momento se encuentra dado por 

la carga que recae sobre el servidor público, quien debe demostrar la concurrencia de ciertos 

elementos objetivos que evidencien la condición de vulnerabilidad de la que trata la Ley Estatutaria 

de la Administración de Justicia como certificados médicos, constancias de discapacidad, 

documentos que prueben la condición de cabeza de familia, el estado de semanas cotizadas para 

pensión, etc.  

La Corte ha precisado, sin embargo, que esta carga debe ser entendida de forma no rígida 

ni formalista, el principio pro persona tiene por efecto el que se flexibilicen los estándares 

probatorios cuando los contextos de vulnerabilidad de una persona trabajadora le dificultan la 

carga de prueba formal respectiva, siendo suficiente el que se puedan presentar indicios que 

permitan inferir su condición protegida (Corte Constitucional, Sentencias SU-049 de 2017 y T-



  

  

033 de 2020).En el segundo momento, probada o suficientemente indiciada la condición de 

vulnerabilidad, la carga se revertirá y recae en la entidad: a la administración le corresponde 

demostrar que el acto de baja no tuvo la relación de causalidad con la condición de vulnerabilidad, 

que se valoraron las opciones de recolocación de manera concreta y que el procedimiento de la 

autorización previa fue correctamente agota. La ausencia de tal demostración lleva, en vía de 

tutela, a la orden de orden de reintegro, y realización del pago de salarios y de las prestaciones que 

no se hayan percibido desde la baja hasta el efectivo reingreso. Esta estructura de inversión de la 

carga de la prueba es consecuente con el sentido de la presunción de la discriminación que rige en 

todos los sistemas de protección reforzada y que la teoría del derecho ha trabajado en los marcos 

comparados de derecho antidiscriminatorio (Nussbaum, 2006). 

 

8.2.4 Reglas Jurisprudenciales de Referencia 

8.2.4.1 La sentencia T-443 de 2022: el modelo de la ponderación 

La Sentencia T-443 de 2022, ponente magistrada Diana Fajardo Rivera, constituye el 

pronunciamiento jurisprudencial más completo y reciente en el tema de la ponderación entre la 

ELR del provisional y el derecho del ganador del concurso de méritos. El caso concreto dio cuenta 

de una servidora que en provisionalidad estaba encargada del cargo de secretaria de juzgado y 

solicitaba la protección de recensionada mientras que al ganador del concurso de méritos le asistía 

el derecho a ser nombrado en la plaza. La Corte identificó claramente la tensión entre dos derechos 

fundamentales de igual rango; tensión a la que resolvió mediante un ejercicio de ponderación en 

que consideraba tres variables: el grado de estabilidad laboral relativa del provisional, el carácter 



  

  

vital de su vinculación a la institución y el grado de intensidad de su condición de vulnerabilidad 

(Corte Constitucional, 2022). 

La regla general de la T-443 de 2022 se puede expresar en los siguientes términos: existe 

un/una ganador/a del concurso de méritos cuyos resultados le permitirían ser nombrado/a, y su 

derecho a ser nombrado/a prevalece sobre la permanencia del provisional en el cargo, subsistiendo 

a pesar de la especial condición de ELR que pueda acreditar el provisional; no obstante, la entidad 

nominadora tiene la obligación de nombrar al servidor público con fuero de protección como 

último/a en ser desvinculado/a, con un derecho a ser nombrado/a en una vacante de la misma 

naturaleza y categoría 

. De no encontrarse vacante, la administración asumirá la obligación de velar por que se 

le otorgue la afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud hasta que se extinga la condición 

protegida o se haga efectivo el derecho pensional. La Corte ha sido muy clara al manifestar que 

esta solución trata de armonizar, sin sacrificar absolutamente, los derechos del concursante 

ganador, del servidor en provisionalidad y del principio de mérito como uno de los ejes del sistema 

general de la función pública (Corte Constitucional, 2022).  

8.2.4.2 La Sentencia T-512 de 2025: consolidación y precisión  

La Sentencia T-512 de 2025 reconfirmo las reglas de la T-443 de 2022 y la precisó en dos 

aspectos importantes. El primero se refiere al alcance de la obligación de búsqueda de vacantes, 

precisando la Corte que la entidad nominadora no puede limitar su obligación a verificar que no 

existan vacantes en la propia planta de personal, sino que debe ejercer proactivamente la tarea de 

búsqueda de vacantes en otras entidades del mismo nivel territorial municipio, departamento o 

nación, según corresponda, incorporando al servidor con fuero en los listados de servidores con 



  

  

derecho a estabilidad laboral relativa para garantizar su nombramiento en provisionalidad en el 

otro cargo que se proveerá en propiedad (Corte Constitucional, 2025). 

El segundo se refiere a los términos de la protección. La T-512 de 2025 preciso que la 

obligación de garantizar la afiliación al sistema de salud cuando no existe vacante de reubicación 

es de duración determinada: se extiende hasta que la condición protegida cese —recuperación de 

la salud, acceso a la pensión, ciertas condiciones familiares o económicas— o hasta que se provea 

en propiedad el cargo que el servidor podría ocupar en reubicación. Esta temporalidad pone fin a 

la incertidumbre que existía antes del fallo sobre la indeterminación de la obligación de la entidad 

y la hace compatible con el principio de sostenibilidad fiscal que impone el artículo 334 de la 

Constitución a las autoridades del país en el diseño de las políticas de protección social. 

 

8.2.5 Las cinco reglas jurisprudenciales vigentes: tabla de síntesis 

A partir del análisis conjunto de las T-443 de 2022 y T-512 de 2025, de la línea 

jurisprudencial precedente y de las consideraciones del Consejo de Estado en la materia, la 

siguiente tabla sistematiza las cinco reglas jurisprudenciales vigentes y de aplicación obligatoria 

en los procesos de desvinculación de servidores en provisionalidad con condición de ELR. 

Tabla 3. Reglas jurisprudenciales vigentes sobre la ELR en servidores públicos en provisionalidad 

N REGLA JURISPRUDENCIAL VIGENTE FUENTE PRINCIPAL 

R1 La ELR no confiere al provisional un derecho absoluto ni 

indefinido de permanencia en el cargo de carrera que ocupa 

transitoriamente. 

T-443/2022; T-512/2025 

R2 Cuando existe ganador del concurso de méritos en condiciones 

de ser nombrado, su derecho prevalece sobre la permanencia del 

provisional, aun cuando este acredite condición de ELR. 

T-443/2022; T-512/2025; 

C-640/2012 



  

  

R3 Antes de retirar al provisional con fuero de protección, la 

administración debe agotar activamente las alternativas de 

reubicación disponibles en la entidad o en otras del mismo nivel 

territorial. 

SU-049/2017; T-512/2025 

R4 Si no existen vacantes para la reubicación, la entidad garantiza la 

continuidad de la afiliación al Sistema de Seguridad Social en 

Salud hasta que la condición protegida cese o se materialice el 

derecho pensional. 

T-443/2022; T-512/2025 

R5 Toda decisión de retiro del provisional con condición de 

vulnerabilidad debe estar precedida de acto administrativo con 

motivación reforzada que acredite la ausencia de alternativas de 

reubicación, la proporcionalidad de la medida y, en casos de 

salud o discapacidad, la autorización previa de la autoridad 

competente. 

SU-049/2017; T-326/2014; 

Consejo de Estado, Sec. 

2.a, 2018-2020 

Nota. Elaboración propia a partir de las Sentencias T-443/2022, T-512/2025 y la línea jurisprudencial analizada 

en el capítulo. 

La sistematización de estas cinco reglas permite concluir que la jurisprudencia 

constitucional colombiana ha elaborado, gracias a la continuidad de sus pronunciamientos, una 

protección escalonada del servidor provisional que logra un balance razonablemente preciso de los 

mandatos constitucionales del Estado Social de Derecho con el principio de mérito, aunque hay 

que reiterar que esta protección sólo se da con relación al caso concreto y no elimina la inseguridad 

jurídica estructural que aparece en virtud de la falta de una norma legal que regule la materia de 

una forma amplia e integra.  

Esta falta normativa, que ya ha sido observada por los estudiosos del tema y que la 

presente investigación confirma (Quevedo, 2009; Younes Moreno; 2018; Villegas Arbelaez, 

2016), es la que obliga a que en el siguiente capítulo se examine cuáles son los límites jurídicos de 

la ELR frente al principio de mérito, así como los criterios de armonización constitucional que 

permitirían superar las fracturas estructurales del sistema.  



  

  

CAPÍTULO III 

8.3 LÍMITES JURÍDICOS DE LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA CON 

RESPECTO AL PRINCIPIO DE MÉRITO 

 

8.3.1 El principio de mérito en el ámbito público: fundamento y alcance constitucional. 

La preeminencia ocupada por el principio de mérito en el diseño constitucional colombiano 

de la función pública lo distingue de los demás principios que rigen el empleo estatal. Su 

consagración en el artículo 125 de la Constitución Política Colombiana (1991), que establece la 

fórmula mediante la cual se establece que los empleos en los órganos y entidades del Estado son 

de carrera y que el ingreso a los cargos de carrera se dará previo cumplimiento de los requisitos y 

condiciones que señale la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes, es la 

muestra de una opción político-constitucional propicia para no dejar el clientelismo, la 

arbitrariedad y el nepotismo como las formas propias de la gestión del recurso humano estatal. 

Restrepo (2011) ha destacado que esta opción constituyente responde a un diagnóstico 

históricamente fundado acerca de las patologías del sistema de empleo público colombiano, en el 

cual la asignación de cargos por criterios políticos había puesto seriamente en riesgo la eficiencia, 

la transparencia y la legitimidad de la administración pública. 

La doctrina especializada coincide con el hecho de que el principio de mérito cumple cuatro 

funciones constitucionales complementarias que Santofimio (2017) establece de la siguiente 

manera: materializar el derecho a la igualdad de los ciudadanos en el acceso a los cargos públicos; 

garantizar el derecho constitucional de toda persona a acceder al desempeño de funciones públicas 

en condiciones de transparencia, derecho consagrado en el artículo 40, numeral 7, de la Carta; 

proveer estabilidad laboral fundada en el desempeño a quienes ejercen la función pública 



  

  

ajustándose a la ley; y, por último, servir como criterio interpretativo de todas las normas que 

regulan el ingreso y la permanencia y el retiro del servicio descripto. 

La primera norma que desarrolla el principio de mérito en el constitucionalismo 

colombiano fue la Ley 165 de 1938, la que crea la carrera administrativa y establece los primeros 

mecanismos de selección en función de la aprobación de exámenes de competencia. No obstante, 

tal como documenta Younes (2018), la Misión Currie de 1952 constató que catorce años después 

de su vigencia, la ley se había probado ser en un alto grado inoperante, ya que la mayor parte de 

los servidores públicos habían sido designados por la vía dos vínculos políticos y no habían llegado 

al servicio mediante el concurso de méritos. Esta constatación no solo histórica, sino fundamental 

muestra que la efectividad del principio del mérito no solo depende de su consagración normativa 

como tal, sino de la existencia de instituciones fuertes, de autoridades independientes de vigilancia 

y, especialmente, de que existe una cultura organizativa que valoriza la idoneidad técnica con 

respecto a la lealtad política. 

Tener una visión muy completa del principio del mérito exige aceptar que este no puede 

funcionar por sí mismo en el sistema constitucional, sino que existe, necesariamente, en relación 

permanente con otros principios y derechos del mismo rango. El artículo 125 de la Constitución 

no sostiene un mandato absoluto que excluya toda consideración de equidad o de derechos 

fundamentales; en contraposición, su sentido debe hacerse compatible con los mandatos de 

igualdad material (art. 13), protección del trabajo (art. 25), garantías de los derechos del procesado 

(art. 29) y protección especial de las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad 

(arts. 13, 47 y 53). De hecho, esta compatibilidad es la tarea que la jurisprudencia constitucional 

ha desarrollado a partir de la teoría de la ponderación, procurando que el mérito permanezca como 

regla general sin calentarse como instrumento de discriminación frente aquellas personas que por 



  

  

sus condiciones personales objetivas no están en igual condición de poder competir en el contexto 

del concurso (Corte Constitucional, Sentencia C-640 de 2012). 

8.3.2 La Tensión entre la Estabilidad Laboral Reforzada y el Principio de Mérito 

La tensión existente entre la estabilidad laboral reforzada y el principio de mérito no se 

debe a una contradicción lógica entre normas incompatibles sino a una antinomia de mandatos 

constitucionales que disponiendo en determinados supuestos de hecho de objetivos opuestos, no 

permitan la invocación absoluta de ninguno de ellos, la teoría constitucional denomina a esta 

colisión de mandatos colisión entre principios, que se tenga que distinguir de los conflictos entre 

reglas: mientras que los conflictos entre reglas se resuelven haciendo uso de criterios de jerarquía, 

especialidad, temporalidad o de ponderación, los conflictos entre principios son aquellos que 

precisan de una actividad de ponderación, que ofrezca como resultado, una solución, en el caso 

extremo, de qué principio tiene un mayor peso relativo, sin que el principio hay que desestimar, 

queda suprimido del ordenamiento jurídico (Aguirre, 2025). 

Desde el punto de vista del principio de mérito, la protección ampliada a los servidores en 

provisionalidad con condiciones de vulnerabilidad, engendran al menos tres efectos 

potencialmente perturbadores del sistema de carrera administrativa. El primero de ellos es el efecto 

de bloquear: mientras aún se mantenga en el cargo el provisional protegido, el ganador del 

concurso de méritos no puede ser nombrado en la plaza para la cual él/ella fue seleccionado/a, 

produciendo la frustración de la legítima expectativa constitucional de la persona merecedora del 

nombramiento, lo cual conllevará un desincentivo para participar en los concursos de selección en 

el futuro, dado que la misma, si se ve frustrada, deslegitima en parte la actuación de las 

instituciones encargadas de su selección.  



  

  

El segundo es el efecto de incentivo perverso: así como sucede con la condición de 

vulnerabilidad que actúa como garantía de permanencia en las plazas, sin tener en cuenta el mérito 

de las personas que las ocupan, se genera un incentivo para que los nominadores mantengan estable 

la provisionalidad de los servidores/as que ocupan la plaza con condiciones de vulnerabilidad, en 

lugar de promover la oportuna definición de los concursos de méritos. El tercero es el efecto de 

carga institucional: si la obligación de reubicar al servidor/a con fuero de protección produce la 

modificación de las inequidades dentro del sistema en el que funciona, se genera la carga de dar 

de baja a otros provisionales sin condición protegida (Jiménez & Hurtado,2022). 

Desde la mirada de la estabilidad reforzada, puede afirmarse que la aplicación sin 

restricciones del principio de mérito puede producir consecuencias constitucionalmente 

inadmisibles. La desvinculación inmediata o incluso incondicional del provisional con 

discapacidad grave, del provisional con enfermedad incapacitante o del provisional que se 

encuentra en situación de prepensión le puede preocupar de manera definitiva e irreversible el 

derecho a la salud, el mínimo vital y a la seguridad social, bienes jurídicos cuyo perjuicio no podría 

ser compensado retroactivamente mediante el abono de una posible indemnización económica. El 

alegato de la irreversibilidad del daño ha sido uno de los ejes del razonamiento constitucional que 

ha servido para justificar la intervención del juez de tutela en esos casos incluso cuando existen 

mecanismos de control ordinario a través de la jurisdicción contenciosa (Corte Constitucional, 

Sentencia SU-049 de 2017).  

El examen de la jurisprudencia comparada permite vislumbrar que esta tensión no es 

exclusivamente colombiana. En el caso de España, el Estatuto Básico del Empleado Público (Real 

Decreto Legislativo 5/2015) resuelve la colisión mediante la obligación de los poderes públicos de 

promover políticas de igualdad de oportunidades en el acceso a la función pública que incluyan 



  

  

ajustes razonables para personas con discapacidad, sin renunciar al proceso de selección 

meritocrática. Italia, mediante el Decreto Legislativo 165 de 2001, también opta por establecer 

cuotas de reserva para las personas con discapacidad en las convocatorias de empleo público 

asegurando que el mérito y la protección especial actúen de forma complementaria y no excluyente 

(Aguirre, 2025). Estas experiencias comparadas hacen sugerir que el modo más coherente de dar 

solución al conflicto no pasa por la prevalencia absoluta de ninguno de los principios en colisión, 

sino por la concentración de los mecanismos institucionales que hagan viable la selección por 

mérito y la efectiva protección de los trabajadores en condiciones de vulnerabilidad. 

 

8.3.3 Límites a la Protección del Servidor Provisional: Umbrales de la Estabilidad 

Reforzada 

Parte de los límites de la estabilidad laboral reforzada en su contexto provisional es uno de 

los aportes de la jurisprudencia constitucional colombiana más relevantes ocurridos en los últimos 

años. Traspasada la etapa de reconocimiento y consolidación de la figura, el tribunal constitucional 

ha ido a una fase de mayor precisión de sus contornos, con la intención de evitar que la protección 

derivada de la figura vaya a convertirse en un privilegio de hecho que desnaturalice el propio 

sistema de carrera administrativa. Esta tarea de demarcación ha pasado por la determinación de 

umbrales objetivos de procedencia, por la exclusión de algunos supuestos del ámbito de la 

protección como por la determinación de consecuencias jurídicas graduales de acuerdo a la 

naturaleza e intensidad de la vulneración. 

El primer límite indica que la situación de vulnerabilidad tiene que ser actual, 

objetivamente probada y estar relacionada de manera directa con el riesgo de afectación de los 

derechos fundamentales que puede fomentar la desvinculación. No basta con pertenecer de forma 



  

  

formal a una categoría de sujetos de especial protección constitucional, sino que ha de acreditarse 

que, en las circunstancias singulares del caso, la desvinculación haría más que comprometer de 

forma real e inminente derechos como la salud, el mínimo vital o la subsistencia digna. En la 

sentencia T-003 de 2018 el tribunal realizó las siguientes precisiones: se requiere acreditar la 

condición de madre o padre cabeza de familia no sólo efectuando la prueba de la situación de 

hecho del estado civil o composición del hogar, sino que exige igualmente probar la carencia de 

una alternativa económica real que permita al núcleo familiar sobrevivir sin la continuidad del 

empleo público (Corte Constitucional, 2018). 

El segundo límite se refiere a la relación entre la protección y el sistema de la carrera 

administración como institución constitucional. La Corte es expresa en señalar que la estabilidad 

reforzada no puede funcionar como un sistema de facto de inclusión en la carrera sin concurso de 

méritos. En la Sentencia C-640 de 2012 el tribunal declaró inconstitucional cualquier 

interpretación que pretenda inferir de la protección al provisional un derecho a la inscripción 

extraordinaria en el escalafón del que goza la superación del concurso. El servidor con estabilidad 

reforzada que es trasladado a un cargo vacante continúa vinculado en provisionalidad y no adquiere 

derechos de carrera (Corte Constitucional, 2012). 

El tercer límite está relacionado con la carga fiscal y organizativa de la protección; así, la 

Corte ha expresado que la obligación de reubicar al servidor con fuero de estabilidad no es 

ilimitada, sino que está supeditada a que existan vacantes reales de la misma naturaleza y categoría. 

La administración no tiene la obligación de crear cargos ad hoc, mantener plazas supernumerarias 

o desplazar a otros servidores públicos para cumplir con el provisional protegido. Cuando 

materialmente la reubicación no es posible, la protección por vía de hecho se transforma en una 

obligación de continuidad de la afiliación al sistema de seguridad social en salud, que la prolonga 



  

  

precisamente mientras la razón que la fundamenta exista (Corte Constitucional, Sentencias T-443 

de 2022 y T-512 de 2025). Esta gradación refleja el esfuerzo del tribunal por conciliar la protección 

constitucional con las posibilidades reales de ejecución de las entidades públicas. 

El cuarto límite afecta de cara a la acción de tutela. La jurisprudencia consolidada en la 

Sentencia T-063 de 2022 resalta que, por regla general, no es procedente la tutela para solicitar el 

reintegro de servidores públicos desvinculados, puesto que la vía de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho frente a la jurisdicción contenciosa se erige como la vía ordinaria, 

idónea y eficaz para la protección de los derechos laborales del empleado público. La excepción 

opera solo cuando la desvinculación pone en riesgo de modo inminente y grave un derecho 

fundamental de contenido prestacional que no puede esperar los términos del proceso contencioso, 

el solicitante demuestra de manera suficiente su condición de vulnerabilidad y su vinculación 

causal con el acto de desvinculación, y la acción de nulidad no presta protección eficaz ni en tiempo 

hábil (Corte Constitucional, 2022). 

En cuanto al quinto límite, queda referida a la temporalidad de la protección. La estabilidad 

reforzada no es eterna ni vitalicia, resulta ser temporal, y esto depende de la persistencia de la 

condición de vulnerabilidad que le da sentido. Cuando ha cesado dicha condición, la protección se 

extingue y el servidor regresaría al régimen ordinario de provisionalidad. Esta temporalidad se 

encuentra en consonancia con la naturaleza instrumental de la protección reforzada: no pretende 

eternizar al servidor en el puesto, sino garantizar que la transición a una situación de mayor 

seguridad se realice en condiciones de dignidad y sin que la desvinculación signifique para él un 

sacrificio desproporcionado (Villegas Arbeláez, 2016). 



  

  

8.3.4 Criterios de Armonización Constitucional: Hacia un Modelo Integrado 

La delimitación de los límites jurídicos de la estabilidad laboral reforzada no agota el tema 

de su relación con el principio de mérito. Hechos los límites de cada figura, hay que proponer 

criterios de armonización que permitan a los operadores jurídicos adoptar decisiones coherentes, 

previsibles y constitucionalmente justificadas en los casos concretos de colisión. La falta de estos 

criterios ha constituido la principal fuente de inseguridad jurídica de la materia, dado que la 

resolución de los casos de forma aislada, sin un criterio doctrinal unificado y estable, generó 

decisiones dispares que pesan en el principio de igualdad de los sujetos conforme a la ley y en el 

derecho a una legítima confianza de los administrados en el derecho (Jiménez & Hurtado, 2022). 

El primer criterio armónico, es el test de razonabilidad/ponderación en sentido estricto, el 

cual fue el criterio armónico aplicado a los casos de control judicial de declaraciones de verdad en 

supuestos de estabilidad reforzada, evidenciado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional con 

la Sentencia SU-049 de 2017, y reiterada con la jurisprudencia que dictó la Sentencia T-033 de 

2020. 

El presente test se encuentra conformado por tres subprincipios: el principio de idoneidad 

la medida de desvinculación debe responder a un fin constitucionalmente legítimo, como por 

ejemplo la provisión del cargo mediante concurso; el principio de necesidad se deberá verificar 

que no existe alternativa menos gravosa para la persona referida (por ejemplo, la posibilidad de 

reubicarse en un cargo vacante equivalente); y el principio de proporcionalidad en el sentido 

estricto en tanto que deberá analizarse si el sacrificio del derecho a la estabilidad reforzada está 

justificado por las ventajas de la medida desde la perspectiva del interés general y el principio del 

mérito. La no superación de cualquiera de estos subprincipios determina la ilegalidad del acto de 

desvinculación y, por tanto, su anulabilidad en sede judicial (Corte Constitucional, 2017, 2020). 



  

  

El segundo criterio de armonización consiste en la obligación del acto administrativo de 

desvinculación de florecer la motivación reforzada. Esta obligación, la cual fue desarrollada por 

el Consejo de Estado (Sección Segunda, sentencias de 2018 y 2020) adoptando como sustento los 

artículos 2, 29 y 209 de la Constitución Política, impone al nominador poner de presente en el acto 

la identificación de la condición de vulnerabilidad del servidor y su valoración, la verdadera 

búsqueda de las opciones de reubicación disponibles y las razones por las cuales no son viables, 

la referencia a los criterios de proporcionalidad y razonabilidad y, en todo caso de salud o 

discapacidad, la referencia a la autorización previa de la autoridad competente. Si falta cualquiera 

de estos elementos, entonces se comete una violación sustantiva del debido proceso que anula el 

acto (Aguirre, 2025). 

El tercer criterio de armonización es el principio de la protección reforzada y el principio 

de selección por méritos. La jurisprudencia nos indica que la mejor forma de defender los derechos 

del funcionario en situación provisional ya sea con o sin condición de vulnerabilidad, pasa por dar 

la pertinente apertura al respectivo concurso y garantizar la participación en las mismas 

condiciones. En este sentido, y en función del aporte de la ley 1960 del 2019 en cuanto al concurso 

de méritos mixto, que permite reservar un 30% de las vacantes para los servidores que ejercen el 

cargo en provisionalidad, es así como se empieza a reconocer el valor de la experiencia y del 

conocimiento obtenido sin por ello renunciar al filtro meritocrático, siendo precisamente la 

ejecución de esta figura por parte de la CNSC la respuesta estructural más adecuada para la tensión 

estudiada, según lo que nos refieren el Congreso de la República (2019) y Younes Moreno (2018). 

El cuarto criterio de la armonización es el fortalecimiento institucional de las oficinas de 

talento humano y de los organismos de control en lo relacionado con la inclusión laboral. La 

adecuada aplicación de la estabilidad laboral reforzada no puede quedar circunscrita solo a la 



  

  

intervención judicial después, sino que es fundamental la elaboración de una cultura administrativa 

con respecto de derechos humanos que actúe de forma preventiva, es decir, las oficinas de recursos 

humanos deben contar con unidades que gestionen la diversidad y la inclusión, los nominadores 

deberán ser formados en los deberes que constituyen la protección constitucional reforzada y 

deberá haber sistemas de información que permitan la identificación ex ante de los servidores que 

cuentan con condición de vulnerabilidad. La Procuraduría General de la Nación y la Defensoría 

del Pueblo tienen la obligación de añadir el seguimiento sistemático de la estabilidad reforzada 

como uno de los indicadores de cumplimiento de derechos en el desarrollo de sus respectivas 

funciones de control (Aguirre Mendoza, 2025). 

El quinto y último indicio de armonización es la del oportuno y sistemático llamado a la 

realización de concursos de méritos por parte de la CNSC. Este indicio, de carácter político-

institucional, da cuenta de que la tensión que existe entre la estabilidad reforzada y el principio de 

mérito es, al fin y al cabo, una cuestión de gestión pública que el aparato judicial no tiene la 

vocación de resolver de manera final a partir de sentencias de aplicación individual. En tanto 

perviva el déficit estructural de cargos sin dotar, se seguirá recurriendo a la provisionalidad como 

sustituto permanente de carrera; por lo que persistirán igualmente los conflictos entre los derechos 

de la provisionalidad precaria y los del ganador del concurso. La solución estructural implica un 

plan de política pública orientado a satisfacer de forma progresivamente más satisfactoria el stock 

de cargos en provisionalidad, así como a garantizar que ningún empleo de carrera permanezca a 

perpetuidad sin que actúe el titular que prevé el sistema constitucional (Santofimio, 2017).  

Acorde a lo anterior, puede concluir que los límites jurídicos de la estabilidad laboral 

reforzada y los criterios de armonización constitucional de los que aquí se disponen configuran un 

modelo de protección en el que el conjunto de elementos da como resultado lo que puede 



  

  

expresarse en estos términos: la estabilidad laboral reforzada es una garantía constitucional real 

para los sujetos con la condición objetiva de vulnerabilidad que están en provisionalidad, tiene un 

ámbito de aplicación limitado por el carácter temporal de la provisionalidad que media el carácter 

temporal de la provisionalidad que brota del principio de mérito existente cuando hay un ganador 

del concurso y de las posibilidades materiales de reubicación de la administración; y cuenta con la 

existencia de mecanismos institucionales que hagan posible articular la protección de los derechos 

fundamentales con la selección meritocrática y la convocatoria en tiempo y forma de los concursos. 

La consolidación del modelo exige tanto el desarrollo normativo que acabe con los vacíos legales 

detectados como la formación ética y jurídica de los operadores públicos que están llamados a 

hacer uso de él en la tarea cotidiana del nombramiento. 

 

  



  

  

Análisis de los resultados 

 

Análisis de los resultados del primer capítulo: Fundamento constitucional y legal de 

la estabilidad laboral reforzada en el empleo público 

El primer capítulo hizo posible la delimitación del fundamento constitucional, legal y 

jurisprudencial de la estabilidad laboral reforzada en el empleo público colombiano, 

identificando su construcción progresiva desde los principios del Estado Social de Derecho 

hasta su consolidación como garantía de aplicable a los servidores públicos en provisionalidad. 

Desde el punto de vista metodológico, el capítulo se desarrolló mediante el análisis 

documental y hermenéutico de normas constitucionales, la legislación sobre función pública y 

los precedentes jurisprudenciales de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, lo que 

permitió la reconstrucción de la evolución normativa de la estabilidad laboral reforzada y el 

establecimiento de las bases interpretativas de su aplicación en el sector público. 

En lo que respecta al plano teórico, el presente análisis sintético se sustentó 

principalmente en la teoría de los derechos fundamentales de Robert Alexy (2007), en especial 

su comprensión de los principios como mandamientos de optimización y que pueden ser objeto 

de ponderación (tal y como se dispone en el artículo 2 de la Ley 8.112/1990); así como por las 

contribuciones doctrinal de Santofimio Gamboa (2017), Younes Moreno (2018) y Bernal Pulido 

(2007), lo que permite aprehender cómo se articula el binomio de estabilidad laboral, la igualdad 

material y el mérito administrativo.  

En síntesis, el principal hallazgo fue el de mostrar que la estabilidad laboral reforzada en 

el empleo público no surgió como resultado de una técnica legislativa ordenada y jerárquica, 

sino que emergió como resultado de una construcción jurisprudencial progresiva, la cual fue 

creada a partir de asumir vacíos normativos históricos en torno a la protección laboral de 



  

  

servidores vulnerables. Igualmente, se detectó que la Constitución Política de 1991 consagra, 

de manera simultánea, dos mandatos de igual jerarquía: la estabilidad laboral reforzada y el 

principio de mérito en el acceso a la función pública, lo que desemboca en una tensión 

estructural permanente dentro del ordenamiento jurídico colombiano. 

El valor del aporte original del capítulo consiste en que el conflicto jurídico no radica en 

la existencia de la estabilidad laboral reforzada ni en la legitimidad del mérito administrativo, 

sino en la inexistencia de criterios normativos que permitan enlazar ambas garantías 

constitucionales sin desnaturalizar el sistema de carrera administrativa. Esta interpretación 

permite reinterpretar lo que se considera una interpretación absoluta de la estabilidad laboral 

reforzada y, por lo tanto, se torna necesaria su comprensión como garantía de carácter relativo 

e intermedio en un marco de provisionalidad. 

  

Análisis de los resultados del Capítulo II: Reglas jurisprudenciales sobre estabilidad 

laboral reforzada en los servidores en provisionalidad 

El segundo capítulo se propuso principalmente la tarea de identificar y sistematizar las 

reglas jurisprudenciales vigentes sobre la estabilidad laboral reforzada en la aplicación de la 

estabilidad para los servidores públicos nombrados en provisionalidad. Para ello, se llevó a cabo 

un análisis del contenido jurídico de las sentencias más relevantes de la Corte Constitucional, 

en particular, las providencias SU-446 de 2011, SU-049 de 2017, T-443 de 2022 o T-512 de 

2025. 

El diseño metodológico utilizó una técnica de análisis jurisprudencial que ayudara a 

identificar la existencia de patrones decisionales, criterios de ponderación y reglas reiteradas 

con relación a la estabilidad laboral reforzada, la provisionalidad y el mérito administrativo, 



  

  

contribuyendo a construir una línea jurisprudencial, cronológicamente organizada, que diera 

cuenta de la evolución interpretativa de la Corte Constitucional ante la protección de los 

servidores vulnerables. 

Desde la óptica del aspecto teórico, el capítulo se centró en la teoría de la ponderación 

constitucional y los postulados del garantismo jurídico, que han permitido comprobar la manera 

en que la jurisprudencia ha intentado conciliar el derecho a la protección de los derechos 

fundamentales con la necesidad de preservar el mérito en la función pública como eje estructural 

de la función pública. 

Como resultado primordial, la investigación halló que la Corte Constitucional ha ya ha 

consolidado una línea jurisprudencial que reconoce a los servidores provisionales una garantía 

de estabilidad laboral reforzada, de tipo relativo y no absoluta. De igual forma, se constató que 

la provisión de definitivo del cargo mediante concurso es una causa constitucionalmente 

legítima de desvinculación siempre y cuando la administración adopte medidas razonables de 

protección frente a sujetos en condición de vulnerabilidad. 

Por otra parte, existe también una incongruencia estructural: aunque la jurisprudencia 

prevé mecanismos de reubicación y de protección reforzada, condicionado por unas condiciones 

institucionales que, generalmente, no se presentan en las entidades públicas, sobre todo en 

contextos territoriales marcados por la alta provisionalidad de los puestos de trabajo y la baja 

capacidad de gestión estatal. 

 

El principal aporte del capítulo consiste en la sistematización de cinco reglas 

jurisprudenciales vigentes sobre la estabilidad laboral reforzada en provisionalidad, con una 

distribución basada en sus presupuestos de procedencia, límites y efectos jurídicos. Esta 



  

  

sistematización permite contar con un criterio interpretativo más claro frente a la dispersión 

jurisprudencial. 

 

Resultados obtenidos en el Capítulo III. Límites jurídicos de la estabilidad laboral 

reforzada frente al principio de mérito. 

El Capítulo III tuvo como propósito, definir jurídicamente los límites de la estabilidad 

laboral reforzada con el principio de méritos dentro del ámbito de la provisión de cargos 

públicos. Para ello, se realizó un análisis, desde el marco constitucional, doctrinal y 

jurisprudencial, de la tensión existente entre igualdad material, la protección reforzada y el 

acceso fundamentado en el mérito a la función pública. 

Desde el punto de vista de la metodología, se optó por una metodología hermenéutica-

crítica fundamentada en la comparación de normas constitucionales y precedentes judiciales, 

así como la lectura de la doctrina especializada nacional e internacional, complementando con 

una lectura sistemática y de las reglas de ponderación propuestas por la Corte Constitucional. 

Desde el punto de vista teórico, el Capítulo III se sostenía en los planteamientos de Alexy 

(2007), Ferrajoli (2011), Rawls (1971) y Nussbaum (2006), permitiendo que el problema de la 

tensión entre méritos y estabilidad reforzada fuera interpretado como un problema de justicia 

constitucional y de justicia distributiva. 

La investigación terminó determinando que la estabilidad laboral reforzada no puede 

convertirse en un mecanismo de permanencia indefinida en los cargos de carrera administrativa, 

pues el principio de méritos es un límite estructural castigo-constitucional de las disposiciones 

del artículo 125 de la Constitución Política; pero la investigación también comprobó que la 



  

  

aplicación rígida del principio de méritos puede resultar en afectaciones desproporcionadas de 

los derechos fundamentales de los servidores públicos de condición vulnerable. 

En consecuencia, la investigación terminó identificando hasta cinco criterios de 

armonización constitucional: 

• aplicación del test de proporcionalidad; 

• motivos de refuerzo del acto administrativo de desvinculación; 

• esquemas de reubicación razonable; 

• fortalecimiento institucional de las oficinas de talento humano; 

• convocatoria oportuna de los concursos de méritos. 

El aporte original del capítulo consistió en proponer un modelo de armonización 

constitucional-preferentemente integrada- de la estabilidad laboral reforzada en términos de 

méritos administrativos. Este entendimiento de la estabilidad laboral reforzada y de los méritos 

administrativos necesita distintas soluciones institucionales (no sólo judiciales) para salir de este 

embrollo, pues la estabilidad laboral reforzada y el mérito administrativo no son derechos 

absolutos o excluyentes.  



  

  

Conclusiones  

 

La investigación aquí presentada posibilitó concluir que la estabilidad laboral reforzada 

en el empleo público colombiano es la garantía constitucional entendida como forma de 

salvaguardar a los sujetos en condiciones de vulnerabilidad o de debilidad manifiesta, cimentada 

en principios superiores de los cuales se deriva, como el de la dignidad humana, el de la igualdad 

material y hasta el de la protección especial al trabajo. Sin embardo, el estudio encontró que dicha 

garantía no es de carácter absoluto y no puede ser entendida de manera desconectada de régimen 

constitucional de la función pública. En consecuencia, se establece que la estabilidad laboral 

reforzada debe ser entendida como una protección sujeta a otras ordenaciones generales del 

ordenamiento jurídico, fundamentalmente el principio del mérito que se encuentra en el artículo 

125 de la Constitución Política de Colombia. 

Ante el primer objetivo específico, esto es, circunscribir el ámbito jurídico de la figura de 

la estabilidad laboral reforzada en el empleo público, se llega a la constatación de que esta figura 

ha sido construida, principalmente, por la vía jurisprudencial, ante la inexistencia de una 

regulación legal completa que delimite de forma expresa sus límites y alcances en situaciones de 

los servidores públicos en provisionalidad. El estudio de las normas constitucionales y legales 

dio cuenta de que la estabilidad laboral reforzada no otorga un derecho de permanencia indefinido 

en el cargo, sino que ofrece una garantía de protección reforzada frente a decisiones arbitrarias 

de desvinculación, más aún si la persona es catalogada como sujeto de especial protección 

constitucional. A su vez, se constató que el régimen jurídico de la provisionalidad tiene carácter 

excepcional y temporario, y es por ello que no otorga una estabilidad equivalente a la carrera 

administrativa. 



  

  

En lo que respecta al segundo objetivo específico, identificar las reglas jurisprudenciales 

vigentes sobre la materialización de la estabilidad laboral reforzada de los servidores públicos 

provisionales, la investigación logró evidenciar que la Corte Constitucional ha avanzado, poco a 

poco, en el desarrollo del contenido de una línea jurisprudencial orientada hacia la efectividad de 

una estabilidad laboral intermedia o relativa para esas personas públicas. Mas, se comprobó cómo 

la doctrina también ha evolucionado hacia la delimitación de límites más claros en lo que respecta 

al principio del mérito, particularmente en la Sentencia T-443 de 2022, para bien explicar que la 

estabilidad reforzada no puede representar un obstáculo para la provisión de empleos públicos 

mediante concurso público. Igualmente, se concluyó que las dificultades prácticas proceden no 

solamente de la jurisprudencia constitucional, sino de interpretaciones extensivas y 

contradictorias que llevan a cabo algunas de las entidades públicas en torno al alcance de la 

protección reforzada. 

Con relación al tercer objetivo específico, que iba destinado a definir los límites jurídicos 

de la protección del servidor provisional con relación al principio de mérito, se concluyó que lo 

que es el mérito se constituye en un límite estructural y predominante en el sistema de función 

pública colombiano. La investigación permitió demostrar que la estabilidad laboral reforzada no 

puede operar como un mecanismo que tiene el propósito de congelar indefinidamente los 

nombramientos que derivan de concursos de méritos ni sirve como argumento para desconocer 

el derecho de ingreso al empleo público de las personas que han superado procesos 

meritocráticos. En efecto, el Estado, en su calidad de empleador, deber tener en cuenta criterios 

de armonización constitucional que permitan proteger los derechos fundamentales de servidores 

que por una u otra razón han sido vulnerados por medio de medidas alternativas, como pueden 



  

  

ser la reubicación, el acompañamiento institucional o la adopción de acciones afirmativas, todo 

sin afectar la continuidad de funcionamiento del sistema de carrera administrativa. 

Ya por último se concluye que el principal problema jurídico que se había encontrado no 

se daba en la coexistencia de la estabilidad laboral reforzada y el principio de mérito, sino en la 

inexistencia de criterios normativos precisos y uniformes que permitieran orientar la actuación 

administrativa y judicial en función de la concurrencia de ambos mandatos constitucionales. Por 

tal motivo, la investigación arroja una lectura sistemática que permite contribuir al 

fortalecimiento de la seguridad jurídica, a la coherencia institucional y a la adecuada 

armonización entre la protección de los derechos fundamentales y los principios que rigen el 

ingreso al empleo público colombiano. 

  



  

  

Recomendaciones  

 

1. Expedir una regulación legal concreta que defina el marco de la estabilidad laboral 

reforzada en servidores públicos nombrados en provisionalidad, estableciendo criterios 

definidos de su armonía con el principio de mérito. 

2. Fortalecer los protocolos de las entidades públicas para desvincular servidores 

provisionales que son sujetos de especial protección constitucional, asegurando la 

adecuada motivación y el debido proceso. 

3. Implementar mecanismos alternativos de protección, como la reubicación o el 

acompañamiento institucional, antes de la desvinculación definitiva de servidores 

vulnerables. 

4. Asegurar la celebración en un tiempo razonable de todos los concursos de méritos 

previstos, para no permitir la duración indefinida de nombramientos en provisionalidad. 

5. Unificar criterios de la jurisprudencia y la administración sobre la estabilidad laboral 

reforzada y el mérito, para disminuir la inseguridad jurídica y la litigiosidad. 

6. Promover capacitaciones a las oficinas de talento humano y a los operadores jurídicos en 

torno a la aplicación de la estabilidad laboral reforzada en el empleo público desde el punto 

de vista constitucional. 

7. Promover nuevas investigaciones sociojurídicas orientadas a la provisionalidad, el 

principio de mérito y la protección reforzada en el servicio público colombiano.  
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